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ANTECEDENTES 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos en Viena, realizada en junio de 1993 con la presencia y participación de 171 Estados Miembros, presentó entre sus múltiples logros, la creación del cargo de Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) y el llamado que favorablemente acogieron los Estados a fin de diseñar y ejecutar Planes de Acción en Derechos Humanos (PNDH) para mejorar la promoción, defensa y protección de los derechos humanos. 

El 24 de junio de 1998, mediante Decreto Ejecutivo 1527, el Estado ecuatoriano, por iniciativa del Ministerio de Relaciones Exteriores, adoptó el Plan Nacional de Derechos Humanos (PNDH), que señala cuatro ejes estratégicos para su puesta en práctica: 

· Desarrollo legislativo en los ámbitos nacional e internacional 

· Garantía y desarrollo de los derechos civiles y políticos 

· Garantía y desarrollo de los derechos económico sociales y culturales 

· Garantía y desarrollo de los derechos colectivos 

El PNDH previó la formación de una Comisión Permanente de Evaluación, Seguimiento y Ajuste de los Planes Operativos de Derechos Humanos (CPESA); su reglamento fue aprobado en el Decreto Ejecutivo N° 1466 del 17 de noviembre de 1999. Esta Comisión de diez (10) miembros está integrada, paritariamente y descentralizadamente, por representantes del Estado y de la sociedad civil y tiene entre sus funciones hacer seguimiento a las políticas, programas y estrategias del PNDH. El mismo Reglamento contempló la creación de las Subcomisiones Sectoriales de trabajo para los Planes Operativos de Derechos Humanos del Ecuador, integradas de la misma manera que la CPESA. 

El Convenio de Cooperación técnica fue aprobado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD (principal socio del proyecto) y el gobierno de Ecuador el 30 de noviembre de 1999 y por la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, OACNUDH, el 8 de diciembre de 1999, convenio denominado APOYO A LA EJECUCION DEL PLAN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (ECU/99/AH/17 - ECU/99/006/A/01/99).

En desarrollo del Proyecto ECU/99/AH/17 - ECU/99/006/A/01/99, se procedió a la contratación de una Coordinadora Técnica del Proyecto (CTN) que inició sus funciones a partir del 1° de abril de 2000. 

Durante los años 2000 y 2001, el Proyecto ECU/99/AH/17 - ECU/99/006/A/01/99 contó con dos Misiones de Monitoreo:ᜢ 

· 16 al 23 de marzo de 2001, señores Brian Burdekin y Pedro Vera. 

· 26 al 30 de noviembre de 2001, señores Pedro Vera y Francesco Notti 

Entre el 14 y 28 de febrero de 2002 se programó la Misión de Evaluación Final, de naturaleza externa, realizada por los señores Daniel O'Donnell y Darío Villamizar. 

Los miembros de la Misión de Evaluación se reunieron con mas de cien personas (ver Anexo 1). Sólo dos entrevistas previstas no pudieron realizarse por razones de fuerza mayor: una con el Defensor del Pueblo, y otra con el representante de la UNESCO. La Misión de Evaluación quiere agradecer la franqueza y la valiosa información proporcionada por todas las personas que se reunieron con ella, y en forma especial a la Representante de PNUD, Sra. A. Smedler y el oficial de programas Sr. F. Notti por el valioso apoyo brindado. 

Es menester señalar que la eficacia de la Misión de Evaluación fue afectada por dos factores. En primer lugar, la Misión no comprendía tiempo previo para el estudio de documentos. A nuestra experiencia, iniciar una Misión de Evaluación en tales circunstancias disminuye la utilidad de las entrevistas realizadas durante los primeras días. En segundo lugar, la documentación elaborada por el proyecto era muy deficiente. Muchos documentos y informes no tenia fechas, ni indicación de su autoría, ni de su vínculo concreto con el proyecto. Se le dio a términos como capacitación y beneficiado, un significado mas amplió del comúnmente aceptado. Raras veces fue posible encontrar informes y documentación sobre cursos, foros y otras actividades mencionadas en los informes de la CTN, y cuando fueron encontrados, no siempre confirmaban la descripción del evento plasmada en dichos informes. Por lo tanto, después de reiteradas solicitudes de documentación y información complementaria, la Misión se sintió obligada a adoptar la política de no tomar en cuenta, sin confirmación por otra fuente, las informaciones demasiado generales e imprecisas contenidas en los informes periódicos de la CTN.

I. CONCEPTO Y DISEÑO DEL PROYECTO 
I. I Concepto del Proyecto 

El apoyo a la ejecución del Plan Nacional de Derechos Humanos del Ecuador se constituye en el marco de actividades del Proyecto; por ello, se visualiza al finalizarlo, el funcionamiento de los mecanismos de consulta y coordinación trazados en el PNDH, con amplia participación del Gobierno, las organizaciones intergubernamentales y estatales, las asociaciones de profesionales, los particulares y los más amplios sectores de la sociedad civil. 

El soporte al PNDH es pertinente en su fase de implementación. Eso precisamente es lo que busca el Proyecto, queriendo prolongar sus resultados positivos una vez concluido. Desde la ótica del Estado ecuatoriano se trata de una política pública en materia de derechos humanos, y como tal fortalece al mismo estado y a sus asociados. Desde el punto de vista de la comunidad internacional en el caso del Proyecto de dos componentes del Sistema de Naciones Unidas como son el PNUD y la OACDH- se trata de cumplir con una directriz emanada de la Asamblea de las Naciones Unidas para mejorar el conocimiento, la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

El Proyecto identificó claramente a los beneficiarios: 

1. La población ecuatoriana será la beneficiaria de un Plan Nacional de Derechos Humanos en desarrollo, con plena participación de sus actores, con resultados en cuanto al conocimiento, promoción y protección de los derechos humanos. En mayor énfasis será a favor de las poblaciones indígenas y afroecuatorianos, mujeres, niños, adolescentes y jóvenes, personas de la tercera edad, migrantes y refugiados, minorías sexuales, personas con discapacidades, personas privadas de la libertad, y otros grupos que el proyecto pueda ir identificando. 

2. Como beneficiarios directos del Proyecto fueron identificadas aquellas personas que participen en las actividades de capacitación, tales como: personal organismos gubernamentales, de la Fuerza Pública, de la Rama de la Justicia, del Congreso Nacional, de la Defensoría del Pueblo, de las ONG, de los maestros y estudiantes, de los medios de comunicación, y otros. 

3. El Proyecto busca beneficiar directamente a la Defensoría del Pueblo, al Congreso Nacional y al Ministerio de Relaciones Exteriores, como instituciones directamente vinculadas al mismo y al PND. 

El Proyecto estableció mecanismos adecuados de Monitoreo y Evaluación. Por la naturaleza del mismo, los recursos comprometidos y la gran cantidad de actividades trazadas, el Proyecto podía contar con una Evaluación de mitad de período que estudiara su pertinencia, rendimiento, aspectos que requerían correctivos, y enseñanzas iniciales sobre el diseño, la ejecución y administración del Proyecto. Las tres Misiones de la OACDH realizadas en el tiempo que ha transcurrido del Proyecto (4 al 10 de octubre de 2000, señor Brian Burdekin; 16 al 23 de marzo de 2001, señores Brian Burdekin y Pedro Vera; 26 al 30 de noviembre de 2001, señores Pedro Vera y Francesco Notti), no fueron claras en medir su impacto sobre los beneficiarios. Al respecto véase en el numeral III, el apartado titulado Seguimiento al proyecto. 

En cuanto al Calendario tentativo de actividades, que figura en las páginas 59 a 73 del Proyecto, esta Misión de Evaluación considera que no se cumplió desde el primer mes. Para dar un ejemplo, durante el primer año del Proyecto, entre el 1º de abril de 2000 fecha que se considera de inicio del proyecto, y el 1º de abril de 2001, se debió cumplir con la Definición y ejecución de Planes Operativos Sectoriales, aspecto que será analizado más adelante. 

I. II Contexto en el cual fue diseñado el Proyecto 
Durante el segundo semestre de 1999 se diseñó y formuló el Proyecto de Apoyo a la Ejecución del PNDH. Dicha formulación del Proyecto se realizó conjuntamente entre el PNUD y la OACNUDH, junto con consultas en el sistema local de las Naciones Unidas. Es bueno señalar que para ese momento ya desde la sociedad civil se contaba con 16 propuestas de Planes Operativos de Derechos Humanos, proceso de elaboración que tuvo el respaldo institucional del Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales, ILDIS y la participación de aproximadamente 500 organizaciones no gubernamentales. 

Existía hasta entonces un importante interés frente al Plan Nacional de Derechos Humanos. Se podría decir que era el momento IDEAL para desarrollarlo, ya que había compromiso y participación de la sociedad civil, estaba conformado el primer CPESA elegido por cerca de 150 ONG, el Estado ecuatoriano se encontraba impulsando el proceso, y a corto plazo se firmaría el Proyecto de apoyo al mismo Plan.. 

El 10 de agosto anterior (1998) había asumido la Presidencia de la República el doctor Jamil Mahuad, en medio de un tenso clima político por denuncias de fraude electoral. El nuevo Gobierno trajo consigo una aguda crisis económica que llevó a fuertes protestas y movilizaciones desde los sectores medios y populares, los más afectados por las medidas subsiguientes. El ambiente de concordia nacional, que se vivió durante el corto mandato de Fabián Alarcón (1997-1998) y que se esperaba existiera también durante la Administración de Mahuad, quedó roto. Con el paso de los días se notó la ausencia de liderazgo y la ingobernabilidad como rasgos que anunciaban una convulsión social y política de consecuencias impredecibles. 

El deterioro en la situación socio-económica en Ecuador (60.7% de inflación durante 1999, contracción de siete puntos en el PIB, recesión del 7.5%, endeudamiento externo superior a los 13 mil millones de dólares. Fuente: CIDH, OEA, 1999) generó masivas protestas ciudadanas a lo que el presidente Mahuad respondió con la declaratoria del Estado de Emergencia en todo el país (Decreto 1674), que suspendió los derechos establecidos en el artículo 23, numerales 12, 14 y 19 de la Constitución Política del Ecuador. Esto fue el 5 de enero de 2000; es decir, apenas 28 días después de la firma del Proyecto. 

Para ese momento, el 62.5% de los ecuatorianos (Fuente: CIDH, OEA, 1999) vivía bajo la línea de pobreza; cuatro millones de una población de casi 13 millones- sobrevivían con un salario de US$ 45 mensuales, cuando el valor de la canasta familiar alcanzaba los US$ 200, impidiéndoles disfrutar de los derechos económicos, sociales y culturales reconocidos en distintos instrumentos internacionales de derechos humanos. 

Las múltiples expresiones de la protesta social ocasionaron detenciones de ciudadanos -en su mayoría indígenas- se presentaron allanamientos y se impidió el derecho a transitar libremente, tal como señala la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, en su informe aprobado el 13 de abril de 2000. 

Fue en ese ambiente en que se diseñó el Proyecto de Apoyo a la Ejecución del PNDH. Hubo varios aspectos de esa realidad que no se tomaron en cuenta, y que esta Misión de Evaluación considera como defectos en el diseño del mismo: 

1. Los riesgos de un desorden social y la consecuente polarización de la atmósfera política fueron subestimados o desconocidos. La crisis política del 21 de enero de 2000, que precipitó el derrocamiento del presidente Mahuad, justo cuando el Proyecto comenzaba, no afectó directamente su implementación global, pero sí creó una atmósfera de desconfianzas que influyó en todas las actividades de la sociedad ecuatoriana. Algunas actividades previstas en el Proyecto, necesarias para su inicio a partir de enero de 2000, sufrieron retrasos, como fue la contratación de la Coordinadora Técnica del Proyecto, CTN. 

2. Uno de los factores que tuvo mayor impacto negativo en la implementación del proyecto fue la dificultad de obtener una relación fluida de trabajo entre los representantes del Gobierno y de la sociedad civil en las Subcomisiones Sectoriales de Trabajo. Esto en parte por la existencia histórica de desconfianzas mutuas frente a un tema tan delicado como son los Derechos Humanos, actitudes que se agravaron con la crisis económica, política y social. 

3. El Proyecto, tal como quedó diseñado, fue ambicioso. El número de actividades en los cuatro componentes, evidenciadas en el Prodoc, fueron desproporcionadas para el corto tiempo y los recursos humanos limitados, en las condiciones objetivas adversas ya descritas. Incluso, consideramos que esa desproporción habría afectado al Proyecto de todas maneras, aún en las condiciones sociales, políticas y económicas más benéficas. La Misión de Evaluación considera que mínimo se requería un coordinador de tiempo completo por componente adicional al CTN. 

4. En retrospectiva, fue un error definir muchas actividades en el proyecto en términos de la implementación de los Planes Operativos de Derechos Humanos. El mayor énfasis podría tener lugar en las actividades que apuntaran al desarrollo del PNDH. Esto está relacionado con dos de los otros problemas del diseño del proyecto: el énfasis en las estructuras temáticas y la relativa correspondencia en la debilidad en el desarrollo de la estructura horizontal o nacional y el fracaso para la asignación de grandes recursos para el fortalecimiento de los mecanismos del PNDH, en particular para la coordinación entre el CPESA y las Subcomisiones Sectoriales de Trabajo. 

5. Finalmente, fue un error asignar un gran rol, casi exclusivo, al Ministerio de Relaciones Exteriores. Por su naturaleza, el Ministro de Relaciones Exteriores está en función de las relaciones entre el Estado y la Comunidad Internacional. Las responsabilidades primarias en el Proyecto conciernen, de manera conjunta, al Ministerio de Relaciones Exteriores al CPESA (con representación paritaria del Estado y dela sociedad civil), al Congreso y al Poder Judicial. Evidentemente el Ministerio de Relaciones Exteriores ha mostrado en el transcurso del Proyecto una débil capacidad de convocatoria frente a otros protagonistas del Estado, en primer lugar, y más aún frente a la sociedad civil. 

II. IMPLEMENTACION DEL PROYECTO 
Componente 1 
El Componente 1 del Proyecto contempla el apoyo a la coordinación y difusión del Plan Nacional de Derechos Humanos. El objetivo inmediato 1 es facilitar la ejecución, seguimiento y evaluación periódica del PNDH. 

Actividades 
1.1.1 Durante el primer mes de actividades del proyecto y con el objeto de impulsar el proceso de ejecución del Plan, la OACDH realizará una misión al país para conocer sobre los avances del proceso de consultas previas a la adopción de los planes operativos sectoriales y el cronograma de trabajo de las Subcomisiones del Plan Nacional, a ser examinado y evaluado por la Comisión Permanente, así como participar en el acto de conformación oficial de la Comisión Permanente. 
En el marco del Proyecto de Apoyo al PNDH, el Sr. Brian Berdekin, Asesor Especial al Alto Comisionado, visitó Ecuador entre el 3 y el 10 de octubre de 2000. Su visita, de alto nivel, incluyó las ciudades de Quito y Guayaquil. Los encuentros con el Congreso Nacional, Defensor del Pueblo, Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Presidente de la Cámara de Comercio de Guayaquil, Ministro de Educación, autoridades civiles y militares, representantes de los pueblos indígenas, del sector empresarial, académicos, medios de comunicación y defensores de derechos humanos, sirvieron para difundir el papel de la OACDH y los derechos humanos, y para ampliar el conocimiento general sobre el Proyecto de Apoyo al PNDH en Ecuador. 

El señor Burdekin sostuvo además encuentros con el Comité de Seguimiento del Proyecto y la CPESA; cabe señalar que esta Comisión se conformó en noviembre de 1999. Su visita y encuentros sirvieron para difundir la existencia del PNDH, para profundizar en el conocimiento de la OACDH y para promocionar y difundir el respeto a los derechos humanos. 

Si tomamos en cuenta que el Proyecto se firmó entre el 30 de noviembre y el 8 de diciembre de 1999, que se puso en marcha a partir de abril de 2000, y que la primera autorización de desembolso se realizó el 4 de octubre de 2000, hubo un retraso considerable en el inicio de actividades. Por lo tanto, la visita del señor Burdekin en octubre, obedece a ese retraso general. 
1.1.2 Durante los tres primeros meses de actividades del Proyecto, se llevarán a cabo consultas entre la Comisión Permanente y las Subcomisiones, con el apoyo metodológico del (a) CTN, para el diseño de instrumentos metodológicos dirigidos a la definición de objetivos, planificación estratégica e identificación de actividades prioritarias, para el establecimiento de criterios y procedimientos de medición del impacto de tales actividades y para la coordinación efectiva entre los planes sectoriales del Plan. 
Algunos miembros de las Subcomisiones Sectoriales coinciden en señalar que en el proceso de elaboración del PNDH (1997 y parte de 1998), no hubo la adecuada consulta a la sociedad civil, que no se cumplió con los Principios Generales trazados por la OACDH, en particular con la necesaria participación nacional y asociación entre organizaciones gubernamentales y no gubernamentales y la sociedad civil. Durante ese período, con el apoyo del ILDIS (Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales), 30 organizaciones con sede en Quito, en representación de distintos sectores de la sociedad civil, elaboraron propuestas para el PNDH. El Ministerio de relaciones Exteriores convocó a un seminario sobre PNDH en marzo de 1998 e invitó a esas organizaciones para recibir y discutir sus aportes. 

Entre octubre de 1998 y julio de 1999, el ILDIS realizó un proceso de elaboración de propuestas de Planes Operativos de Derechos Humanos que fueron publicadas en el mismo mes de julio. 

En abril de 1999 se instaló la primera CPESA con cinco representantes de instituciones estatales y cinco de la sociedad civil. Su mandato era por cuatro meses y la misión principal consistía en elaborar el reglamento y código de ética. El miércoles 17 de noviembre de 1999 se publicó en el Registro Oficial el Decreto 1466 de Reglamento de la Comisión Permanente de Evaluación Seguimiento y Ajuste de los Planes Operativos de Derechos Humanos del Ecuador. El Capítulo VI de ese Reglamento considera la formación de "Subcomisiones de Trabajo Sectoriales, en un número igual al de los Planes Operativos elaborados dentro del Plan Nacional de Derechos Humanos, cuyo objetivo será la ejecución de los referidos Planes, bajo la evaluación seguimiento y ajuste de la Comisión Permanente". 

El reglamento contempló una Disposición Transitoria que consideraba la designación de la representación de la sociedad civil (cinco miembros), entre las organizaciones que al momento se encontraban elaborando los Planes Operativos Sectoriales. La segunda CPESA, como lo señaló el Decreto, funcionó por seis meses, entre el 17 de noviembre de 1999 y el 17 de mayo de 2000. Coincide su período de funciones con el inicio del Proyecto de apoyo al PNDH. Parte de su trabajo se centró en la elaboración de un Reglamento interno para la elección de los representantes de la sociedad civil ante la CPESA, que fue aprobado el 17 de julio de 2000, dos meses más tarde de la fecha en que cesaron en sus funciones. 

El reglamento se aplicó para la elección de los miembros que hacen parte de la actual CPESA que inició sus actividades en septiembre de 2000. Miembros de la sociedad civil que hicieron parte de la segunda CPESA, señalaron a esta Misión de Evaluación que no hubo suficiente información para participar en ese proceso electoral y que algunos solamente se enteraron un día después. 

Revisadas las copias de las actas de la CPESA -proporcionadas a esta Misión de Evaluación por la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores-, encontramos que en las cinco reuniones ordinarias o extraordinarias realizadas entre julio y octubre de 2000, no se realizaron consultas con ninguna de las Subcomisiones Sectoriales. De acuerdo con el segundo informe de actividades -semestral-, presentando por la CTN en marzo de 2001, en esa fecha se habían integrado cinco Subcomisiones Sectoriales: Derechos de los Extranjeros, Migrantes y Refugiados; de Educación para los Derechos Humanos (gubernamental); de los Derechos de los Consumidores; del Derecho a la Vivienda; y la Subcomisión de los Derechos de las Personas de la tercera Edad. 

La Misión de Evaluación recibió permanentemente informaciones relativas a la falta de comunicación y coordinación entre la CPESA y las Subcomisiones Sectoriales. Sin embargo, en la reunión que sostuvimos con la CPESA sus integrantes informaron sobre el acercamiento que se produjo a raíz de la participación en el Taller de Seguimiento de los Plantes Operativos de Derechos Humanos realizado en Cumbayá los días 6 y 7 de julio de 2001. Uno de los resultados de este taller fue la descentralización -por Provincias- del trabajo de las Subcomisiones Sectoriales. De esa manera, se inició un trabajo en dos planos distintos -temático y geográfico- sin definir claramente la relación entre uno y otro. 

La CPESA aprobó en la sesión del 9 de agosto de 2001 la distribución geográfica del trabajo de sus miembros para un mejor seguimiento a las Subcomisiones Sectoriales (Provinciales). 

Salta a la vista que la actividad 1.1.2 descrita en el Proyecto, no se ha cumplido y ya tiene más de un año de retraso. No se cuenta aún con instrumentos metodológicos dirigidos a la definición de objetivos, planificación estratégica y medición del impacto de actividades para la coordinación efectiva entre los Planes Operativos Sectoriales. 

De acuerdo a informaciones suministradas por la OACNUDH, la última Misión de Monitoreo (noviembre de 2001) recomendó como medida correctiva la contratación de un Consultor Nacional y la realización de dos Seminarios de tres días de duración dirigidos a las Subcomisiones Sectoriales. Al momento de esta Misión de Evaluación, tales actividades no se habían cumplido. 

1.2.1 Durante la ejecución del presente proyecto, las Subcomisiones, con el asesoramiento técnico del (a) CTN y de otras agencias de cooperación, definirán los planes operativos sectoriales para su ejecución, proyectos para sectores prioritarios tales como poblaciones indígenas y afroecuatorianas; personas privadas de su libertad; mujeres y niños y niñas (de acuerdo a las prioridades en estas áreas fijadas por los planes sectoriales), los cuales se ejecutarán con recursos propios del gobierno y/o la cooperación internacional. 

La ausencia de Planes Operativos Sectoriales aprobados por las Subcomisiones conlleva la inexistencia de proyectos para sectores prioritarios. Sin embargo, de acuerdo a "Informe general del desarrollo del proyecto", entregado el pasado jueves 14 de febrero por la CTN a esta Misión de Evaluación, existen 56 proyectos presentados "para que sean negociados por el Ministerio de Relaciones Exteriores, de acuerdo a la letra del proyecto". La CTN informa que los 56 proyectos, más otros que han llegado posteriormente, se entregaron a la Cancillería; en dos oportunidades se le consultó a la Cancillería sobre la existencia o no de un Banco de Proyectos, recibiendo nosotros la información de que no lo había. En reunión sostenida con el señor Paul Palacios, de la firma Montgomery Palacios, se nos informó de la existencia de 25 proyectos, muchos de ellos bien sustentados. 

El mismo informe señala que solamente la Subcomisión de Trabajo de los Derechos de los Consumidores ha aprobado el Plan Operativo de los Derechos de los Consumidores. El Proyecto ha apoyado la edición de 3.000 ejemplares de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor y su Reglamento General, y 1.000 ejemplares del Manual de Difusión, ambos de muy buena acogida. Además apoyó foros provinciales organizados conjuntamente con la Comisión de Derechos del Consumidos del Congreso Nacional, la Defensoría del Pueblo y la Tribuna del Consumidor (ONG). 

La Misión de Evaluación pudo constatar, en sus encuentros con personas vinculadas al Proyecto, con representantes de las distintas Subcomisiones Sectoriales y con la CPESA, que hay dificultades en el avance del trabajo de las Subcomisiones. Sin embargo, hay Subcomisiones Sectoriales que están funcionando: Subcomisión Sectorial de Trabajo de Educación para los Derechos Humanos; de Trabajo Sectorial de los Derechos de los Extranjeros, Migrantes y Refugiados; de Trabajo Sectorial de los Derechos de las Personas de la Tercera Edad; de Trabajo Sectorial del Derecho a la Diversidad Sexual; Comisión de Salud para los Derechos Humanos (gubernamental). Otras Subcomisiones Sectoriales están en proceso de organización. 

Informaciones suministradas por la OACNUDH, señalan que la última Misión de Monitoreo (noviembre de 2001) recomendó como medida correctiva la contratación de un Consultor Nacional tanto como para la elaboración de mecanismos institucionales como para la identificación de proyectos prioritarios. Al momento de esta Misión de Evaluación, tales actividades no se habían ejecutado. 

1.2.2 Durante el primer año del proyecto, el Ministerio de Relaciones Exteriores en consulta con las instituciones relevantes, con el asesoramiento técnico del (la) CTN y una empresa consultora financiera subcontratada para el efecto, estudiará y definirá mecanismos ágiles y transparentes para el financiamiento de proyectos, incluyendo por medio del canje de deuda por inversión en derechos humanos. 
La empresa Montgomery & Palacios fue subcontratada para definir un mecanismo para el financiamiento de proyectos específicos. En tal sentido elaboró el "Programa de Canje de Deuda por Derechos Humanos". El Programa contempla beneficiar de manera prioritaria a las comunidades donde existe evidencia de mayor desatención, donde el respeto a los Derechos Humanos contemple mayores riesgos. Para ello pretende ofrecer a potenciales proponentes de proyectos, las recomendaciones básicas para presentar propuestas. La amplia difusión de éste mecanismo permitió la difusión del PNDH.  

Otros mecanismos, "ágiles y transparentes", para el financiamiento de proyectos, como señala esta actividad, no han sido estudiados ni definidos. 

1.2.3 El Ministerio de Relaciones Exteriores y cuando el caso amerite, con el apoyo de instituciones nacionales relevantes, así como con el asesoramiento del (la) CTN, facilitará la búsqueda de los recursos técnicos y financieros necesarios para la ejecución de los programas, estrategias y proyectos de acción definidos por la Comisión y Subcomisiones. 
La CPESA ha realizado gestiones ante el Ministerio de Finanzas para conseguir partidas del Presupuesto Nacional destinadas a apoyar sus tareas y de las Subcomisiones Sectoriales. En esta labor cuenta con el respaldo institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, y en particular del señor Canciller, quien recientemente firmó la respectiva solicitud de recursos y se encuentra en trámite, desconociendo esta Misión de Evaluación sus resultados. 

1.3.1 La Comisión Permanente y las Subcomisiones con el apoyo metodológico y técnico del (la) CTN, definirán el plan operativo sectorial de difusión e información nacional. 
La Misión de Evaluación no recibió ninguna información sobre la existencia de un plan operativo sectorial de difusión e información nacional definido por la CPESA y las Subcomisiones. 

En los informes de la CTN se da cuenta de una actividad llamada "Jornadas preparatorias de consulta relacionadas con los medios de comunicación para la redacción del Plan Nacional de Comunicación Medios de Comunicación Social" de mayo de 2001, en la que participaron medios de comunicación social, facultades de Comunicación de varias Universidades, Unión Nacional de Periodistas, Asociación Ecuatoriana de Prensa, Organización de Estados Americanos, profesionales de la comunicación social. Los informes no especifican la metodología, el número de participantes, los temas tratados, logros y seguimiento a la actividad. 

Señalamos en todo caso que el Proyecto contó con dos actividades no previstas, que sirvieron de apoyo a los mecanismos de coordinación: a) Contrato de un Consultor Nacional (noviembre de 2000) en apoyo a los mecanismos de coordinación del PNDH. b) Apoyo del PNUD a las reuniones ordinarias y extraordinarias del Comité de Seguimiento, iniciativa secundada por la OACNUDH. 

1.3.2 La Comisión Permanente y las Subcomisiones con el apoyo metodológico y técnico del (la) CTN, iniciarán la ejecución del plan operativo sectorial de difusión e información nacional, por medio de la producción de spots televisivos y radiales que se difundirán por los medios de comunicación y trípticos en español, quechua y shuar sobre el Plan Nacional de Derechos Humanos y la realización de ocho talleres regionales (cuatro cada año) durante dos años sobre el Plan Nacional y sus Planes Operativos Sectoriales, organizados cada tres meses en varias ciudades de Ecuador (Guayaquil, Cuenca, Ambato, Macas, Sucumbíos, Santo Domingo, Ibarra y Machala). 
La inexistencia de un Plan Operativo Sectorial de difusión e Información hacen irrealizable esta actividad por parte de la Comisión Permanente y las Subcomisiones Sectoriales. 

La Misión de Evaluación solicitó a la CTN desde el tercer día de trabajo (sábado 16 de febrero de 2002), la elaboración de una matriz en la que señalara: actividad, fecha, componente al que corresponde, rol del Proyecto y beneficiarios. Esta información nos fue suministrada parcialmente el viernes 22. En la información recibida por esta Misión de Evaluación, la CTN señala que en el mes de junio de 2000 el Proyecto auspició la presentación de spots gratuitos sobre el PNDH en los siguientes canales de televisión ecuatorianos: 2, 3, 7, 11, 29, 32 y 23. Igualmente, fueron emitidos spots en septiembre de 2000 por canales privados 70, 3, 26 y 32. La Misión no conoció de cuñas radiales o trípticos en español quechua y shuar. Diversas actividades del Proyecto fueron reseñadas en medios de comunicación, así como entrevistas a la CTN o al Sr. Burdekin en sus Misiones de Monitoreo. Pero ello no obedeció a un plan de difusión e información nacional. En las diferentes carpetas y documentos entregados en seminarios, talleres y conferencias, se incluyó el texto del PNDH. 

El Ministerio de Relaciones Exteriores de Ecuador, en el marco de la cooperación bilateral con Gran Bretaña, recibió apoyo económico por fueras del Proyecto para realizar spots de televisión y radio traducidos a lenguas indígenas.  

En cuanto a la realización de ocho talleres regionales, en el transcurso del proyecto, sobre PNDH y Planes Operativos Sectoriales (responsabilidad de la Comisión Permanente y de las Subcomisiones Sectoriales), hemos encontrado en los informes de la CTN y de la Asesora de Educación, diversas actividades realizadas en las siguientes ciudades: 

· Guayaquil, Conferencias magistrales acerca del PNDH, septiembre de 2000; 

· Cuenca, Seminario sobre PNDH para los estudiantes de Derecho de la Universidad, mayo de 2001; 

· Loja, Foro sobre Derechos Internacional y Normativa Internacional en Derechos Humanos, Facultad de Derecho, Universidad Estatal, mayo de 2001; 

· Guayaquil, Seminario sobre Derechos Humanos con asistencia de personal de cámaras de Comercio, producción, Turismo, ONG, medios de comunicación y otros, mayo de 2001. 

· Cumbayá, Taller Nacional, mayo de 2001. 

· Pedernales (Manabí), Capacitación en Derechos Humanos, asistencia de 25 personas, agosto de 2001. 

Los informes no dan cuenta de metodología y contenidos, selección y número de participantes, población beneficiaria, impacto y seguimiento; como puede observarse, algunos de ellos se realizaron con estudiantes de Derecho. Hasta donde pudimos observar, el tema de Planes Operativos Sectoriales no fue abordado. 

1.3.3 La Comisión Permanente y las Subcomisiones, con el apoyo metodológico y técnico del (la) CTN, desarrollarán un programa de difusión de derechos humanos y documentarán los avances e impacto de las actividades del Plan y publicarán en forma semestral, un resumen ejecutivo de éstos para diseminar con el apoyo de los medios de comunicación (escrita, televisión y radio) los avances e impacto de las actividades del Plan en los medios escritos, televisión y radio. 
Al igual que en las dos actividades anteriores, la Misión de Evaluación no conoció la existencia de un Programa de Difusión de Derechos Humanos ni de informes sobre las actividades del PNDH. La CPESA no ha documentado semestralmente, mediante la publicación de un resumen ejecutivo, los avances e impacto del PNDH. 

Componente 2 
Asesoramiento para el cumplimiento de las obligaciones en materia de derechos humanos y desarrollo legislativo 

Actividades 
2.1.1. A partir del segundo mes de iniciadas las actividades del proyecto y en forma continua, él (la) CTN brindara al Ministerio de Relaciones Exteriores el asesoramiento técnico necesario para el establecimiento y funcionamiento de un mecanismo interinstitucional -Comisión Interministerial de Alto Nivel- que impulse acciones para facilitarle seguimiento de las recomendaciones brindadas por los órganos de supervisión y facilitar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los tratados internacionales, incluyendo la evaluación periódica del cumplimiento de las recomendaciones. 
Si bien la CTN abogaba a favor de la creación de un mecanismo de esta índole, al inicio del proyecto, las contrapartes Estatales entrevistados por la Misión concuerdan en que la Comisión nuncio vio la luz. En una primera reunión con la misión, los representantes de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio indicaban que no estaban convencidos de la utilidad de tal mecanismo. Poco después, durante una entrevista con el Asesor Internacional contratado en el marco del Componente II, el recién nombrado Vice Canciller, indicó que la Cancillería si consideraba importante la creación de un mecanismo para estos efectos. Según el Asesor, el Ministerio de Relaciones Exteriores le ha remitido un proyecto de Decreto presidencial relativo al establecimiento de tal mecanismo. 

2.1.2 A partir del primer trimestre del proyecto y en forma continua, el (la) CTN brindará asesoramiento a un Comité Técnico de Interinstitucional coordinado por la Cancillería, para la preparación de informes a los órganos de supervisión de los tratados internacionales de derechos humanos, fomentando la participación activa de diversos sectores del gobierno, la Defensoría del Pueblo y la sociedad civil, y garantizando la aplicación de las directrices adoptadas por dicho órgano para el efecto, incluyendo las directrices para la incorporación de una perspectiva de género de dichos informes. El Ministerio de Relaciones Exteriores discutirá, adoptará y asegurará la ejecución de un calendario de labores con el propósito de que, al termino del proyecto, el Ecuador estará al ida en el cumplimiento de sus obligaciones de presentación de informes a los órganos de supervisión. 

Ningún Comité de esta naturaleza fue establecido. No obstante, la CTN proporcionó comentarios con respecto a algunos informes en proceso de elaboración durante el proyecto. No ha sido posible evaluar la calidad de los insumos proporcionados. 

2.2.1. Durante el primer trimestre de actividades del proyecto, en consulta con las autoridades del Congreso Nacional, la OACDH en estrecha coordinación con otras agencias del sistema, realizará una misión al país para evaluar y definir en forma conjunta las necesidades y prioridades en la materia y acordar un "programa de desarrollo legislativo". 
No hubo misión al Ecuador específicamente para evaluar y definir necesidades y prioridades en materia legislativa. (Los TOR del Asesor Internacional para su misión de febrero 2002 se refirieron a ese objetivo, pero el Asesor consideró que no era factible hacerlo, algunas pocos meses antes de finalizarse el Proyecto.) Un informe presentado por la CTN al finales del primer trimestre de actividades relata que un programa legislativo ha sido diseñado, elaborado y entregado a nuestra oficina. Poco después, dicho programa cayó en el olvido, aparentemente debido a elecciones legislativas. Ninguno de los Diputados o Diputadas entrevistados por la Misión de Evaluación reconoció su existencia. La primera Misión al país, por parte un representante de la OACDH, fue la del Asesor Especial para Instituciones Nacionales, llevada a cabo en octubre de 2000. Durante la Misión participó en una reunión de trabajo con los nuevos representantes de los cinco comisiones del Congreso con las cuales el Proyecto mantenía relaciones de trabajo. No obstante, los informes relativas a dicha Misión no hacen referencia alguna al tema de un programa de desarrollo legislativo. 

Además, al juzgar por la información contenida en el informe de la CTN, el programa no representaba una base adecuada para la armonización de la legislación interna con la normativa internacional en materia de derechos humanos. De los siete elementos mencionados, sólo el primero de ellos (relativo a la tipificación de la discriminación y genocido como delito) se vinculaba estrecha y directamente con el objetivo de armonización de la legislación interna con las obligaciones en la materia ya contratadas por Ecuador. Los demás objetivos incluían la aprobación del PNDH por ley, la creación de un cuerpo de Policía bajo control de la Fiscalía, la fiscalización por el Congreso de la actuación de los funcionarios públicos con respecto a los derechos humanos, la socialización de proyectos de ley relativas a derechos humanos y campañas de información y diseminación. 

2.2.2. A partir del primer trimestre de actividades del proyecto y con el apoyo de Asesores Internacionales y/o nacionales y las agencias de cooperación, la OACDH asesorara al Congreso en la ejecución del "programa de desarrollo legislativo", de acuerdo con la estrategia adoptada por el Congreso Nacional y las Comisiones Legislativas correspondientes, el cual incluyera la organización de mesas de trabajo tecno-jurídicos y equipo mínimo de computación necesario para vincular a las Comisiones de Derechos Humanos, de la Mujer, el Niño y la Familia y la Comisión de Asuntos Indígenas del Congreso Nacional, a la red de información de Internet. 

A la fecha de la Misión de Evaluación el Congreso Nacional no cuenta con un "Programa de desarrollo legislativo". No obstante, a finales de 2000 y durante el 2001, se contrataron diez consultores nacionales cuyos términos de referencia incluían el análisis de la legislación nacional frente a la normativa internacional y la elaboración de propuestas de ley destinadas a armonizar la legislación nacional con la normativa internacional. La duración de sus contratos varían entre tres y siete meses, por un total de aproximadamente 60 meses de trabajo. En ausencia de un Programa de desarrollo legislativo, los objetivos específicos de sus trabajos se definieron, algunos veces, por los términos de referencia elaborado por la CTN, y en otros casos, por indicación de la Comisión a la cual el consultor prestaba servicios. Un Asesor Internacional no fue contratado sino en febrero de 2002. Su mandato consistió, por lo esencial, en evaluar los resultados del trabajo realizado por los consultores nacionales y hacer las recomendaciones del caso. A su criterio, solo dos de los consultores entregaron documentos analíticos o proyectos de ley de una calidad adecuada. 

A todas las Comisiones del Congreso Nacional referidas, se les dotó de computadores con servicio de Internet. 

2.2.3. Se publicaran los informes temáticos y proyectos de legislación, en un número de ejemplares por definir en el programa de desarrollo legislativo con las autoridades del Congreso Nacional correspondientes, según las disponibilidades de recursos. 
Esta actividad no se ha cumplido. 

Componente 3 
El Componente tres trata del fortalecimiento a la Defensoría del Pueblo 

Actividades 
3.1.1 Con el asesoramiento de un (a) Asesor (a) Principal (quien realizará en total de 6 a 8 misiones periódicas al interior del país) y el apoyo directo de 3 Asesores Nacionales/Internacionales (Voluntarios de las Naciones Unidas) asignados en las provincias, brindarán a la Defensoría la asistencia técnica necesaria para la revisión y perfeccionamiento de sus bases conceptuales y procedimientos/técnicas para la investigación, calificación, admisión, resolución de denuncias, en áreas generales y temáticas y habrán preparado un documento de referencia para la discusión y validación de éstos, por medio de talleres de trabajo internos. 
El Proyecto contrató como Asesor Principal del Componente 3 al señor Jorge Luis Maiorano, ex Ministro de Justicia y ex Defensor del Pueblo en Argentina, quien ha realizado hasta la fecha de la actual Misión de Evaluación dos Misiones con fechas del 23 al 29 de septiembre de 2001 y del 20 al 28 de noviembre de 2001. 

El Componente 3 cuenta con el apoyo directo de tres Voluntarios de Naciones Unidas: 

· Jessica Wyndham, quien proporcionó soporte técnico a la Defensoría del Pueblo en Quito y más tarde fue destinada a trabajar en la oficina de la Coordinadora Técnica del Proyecto. 

· Gaudencio Mejía, asignado a brindar asistencia técnica a la Defensoría en Cuenca 

· Fritz Miulet, asignado a brindar asistencia técnica a la Defensoría en Guayaquil, en particular al Defensor de Pueblos Afroecuatorianos. Es de anotar que el señor Miulet trabaja tres días de la semana brindando asesoría técnica a la Cámara de Comercio de Guayaquil en el Centro de Conciliación y Arbitraje. 

3.1.2 Él (a) Asesor (a) Principal, habrá incorporado las recomendaciones emanadas de los talleres de trabajo realizados y elaborará un compendio manual operativo para el tratamiento de las denuncias, el cual será puesto a prueba a nivel nacional durante un período de por lo menos seis meses, con el apoyo y asesoramiento en el trabajo de los tres asesores voluntarios. 
La Defensoría del Pueblo cuenta con algunos instrumentos relacionados con procedimientos para trámites de quejas: 

· Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, Título III del Procedimiento 

· Reglamento de Trámite de Quejas, Recursos Constitucionales y Demandas de Inconstitucionalidad de Competencia del Defensor del Pueblo, Resolución 012 

· Folleto: Procedimiento de Quejas en la Defensoría del Pueblo del Ecuador 

· Tríptico: ¿Cómo presentar una queja en la Defensoría del Pueblo? 

El Proyecto realizó una encuesta entre 101 funcionarios de 19 delegaciones de la Defensoría del Pueblo para conocer las condiciones, problemáticas, fortalezas y debilidades en el campo de acción de la Institución, con miras a establecer un Sistema de Quejas. Existe un Informe Técnico con los resultados de las encuestas. 

Hasta el momento de la Misión de Evaluación, esta actividad no se había realizado. No existe un compendio manual operativo para el tratamiento de las denuncias. 

3.1.3 Durante el primer semestre de actividades del proyecto (y antes de los talleres indicados en 3.1.1) tres funcionarios (as) de la Defensoría realizarán un viaje de intercambio de dos semanas de duración máxima, a un país de la región, en donde la Defensoría tenga amplia experiencia en el tratamiento de denuncias, para familiarizarse con los procedimientos en aplicación. Los viajes de estudio y las personas que participarán en éstos, serán seleccionados de acuerdo al criterio de selección de becas en anexo al presente proyecto. 
Esta actividad no se realizó. 

3.1.4 Al término del período de prueba de los procedimientos operativos revisados por medio de un taller de trabajo interno de 2 días de duración, con el apoyo del (a) Asesor (a) Principal se revisará la efectividad de los procedimientos operativos y se actualizarán para su publicación. Dicho compendio se publicará en 200 ejemplares y se distribuirá al personal profesional relevante de la institución para su uso. 
Por la inexistencia del manual operativo para el tratamiento de denuncias, esta actividad no se ha realizado. 

3.1.5 El Asesor Principal brindará durante sus misiones, asesoramiento a la Defensoría y sus oficinas en las provincias, incluyendo en la definición y desarrollo de un programa de investigación en derechos humanos y una estrategia institucional de desarrollo profesional a través de talleres de capacitación que se dictarán al personal de la Defensoría a nivel nacional, en los cuales se introducirá formación para absolver consultas urgentes. 
El informe de la primera Misión del doctor Maiorano (entre el 23 y el 29 de septiembre de 2001), es una buena radiografía de los problemas que enfrenta la Defensoría del Pueblo por causas propias y ajenas a la institución. Presenta también algunas soluciones que hasta la fecha no han dado resultados. Durante esa primera misión el doctor Maiorano se reunió con funcionarios de la Defensoría, lo que le permitió tener una visión más completa de la situación. 

En su segunda Misión (del 20 al 28 de noviembre de 2001) participó como panelista en TEVEMAS con el tema de la figura del Defensor; igualmente en el programa de televisión difundido con ocasión de la celebración del Día Universal de los Derechos Humanos. Es importante destacar su conferencia sobre el Defensor en el marco del seminario internacional Los Derechos Humanos Siglo XXI, Universalidad y Paz, organizado conjuntamente por el Proyecto y la Defensoría del Pueblo del Guayas. Otra conferencia tuvo lugar en la Policía Nacional. 

Pero no se han dictado talleres de capacitación al personal de la Defensoría a nivel nacional como se estipula en este numeral. Otra cosa es que en las actividades públicas en las que participó el doctor Maiorano, durante su segunda Misión, se encontraran presentes funcionarios de la Defensoría. 

Funcionarios de nivel directivo de la Defensoría del Pueblo en Quito, entrevistados por esta Misión de Evaluación manifestaron no conocer sobre la segunda visita del doctor Maiorano. 

3.1.6. Con fondos del proyecto, durante el primer semestre de actividades del proyecto, se adquirirá equipo de computación para facilitar el acceso a información a las redes de información mundial. 
Esta actividad no se ha cumplido 

3.2.1 Con el asesoramiento del (a) Asesor (a) Principal y la contratación de consultorías locales (según sea definido), durante el segundo semestre del proyecto, la Defensoría del Pueblo habrá definido e iniciado por lo menos 2 proyectos de investigación en áreas prioritarias de derechos humanos. 
El Proyecto realizó un cuestionario de preguntas (encuesta) a 101 funcionarios de 19 delegaciones provinciales de la Defensoría del Pueblo. Tanto la CTN como los UNV consideran esto como un proyecto de investigación. Funcionarios de la Defensoría del Pueblo, con quienes esta Misión de Evaluación se entrevistó, manifestaron no conocer los resultados de esa encuesta. 

3.2.2 Durante el segundo o tercer semestre de actividades del proyecto, tres funcionarios (as) de la Defensoría habrán realizado una práctica profesional mediante un viaje de intercambio, de dos semanas, a un país de la región en donde la Defensoría tenga amplia experiencia en programas de investigación y capacitación, para familiarizarse con dicho trabajo. Los viajes de estudio y las personas que participarán en estos, serán seleccionados de acuerdo al criterio de selección de becas en anexo al proyecto. 
Esta actividad no se realizó 

3.3.1 Con el asesoramiento del (a) Asesor Principal, durante el segundo semestre del proyecto, la Defensoría del Pueblo revisará y redefinirá la función estratégica de su Centro de Documentación, para facilitar el acceso y la documentación en derechos humanos del público en general y del personal profesional de la institución, incluso por medio de acuerdos de cooperación con otras organizaciones relevantes. 
Esta actividad no se ha desarrollado. La CTN informó en reunión sostenida el sábado 16 de febrero con la Misión de Evaluación que se había comprado material (para Centros de Documentación) para las 22 delegaciones de la Defensoría. 

3.3.2 Con fondos del proyecto, durante el segundo semestre de actividades del proyecto, se adquirirá equipo de computación para facilitar el acceso a información a las redes de información a nivel mundial. 
Esta actividad no se realizó. 

3.3.3 Durante el segundo o tercer semestre del proyecto, el (a) Asesor (a) Principal brindará el asesoramiento requerido para la identificación del material de referencia básica sobre derechos humanos requerido ( incluyendo material de referencia digital) y para su adquisición parcialmente con fondos del proyecto y parcialmente para su solicitud a organismos e internacionales e instituciones académicas. 
Esta actividad no se desarrolló por parte del Asesor. 

3.3.4 Durante el primero y segundo año del proyecto, la Defensoría, con el asesoramiento del (la) Asesor (a) Principal definirá e iniciará el desarrollo de una estrategia de publicación de documentación básica sobre la normativa internacional de derechos humanos y su aplicación doméstica. 
Esta actividad no se desarrolló por parte de del Asesor Principal. Por iniciativa de la CTN se elaboró un CD titulado La Defensoría del Pueblo y los Derechos Humanos. 

3.3.5 Durante el tercer o cuarto semestre de actividades del proyecto, tres funcionarios (as) de la Defensoría ( 2 del área de documentación y 1 del área de informática), realizarán un viaje de intercambio, de dos semanas de duración máxima, a un país de la región en donde la Defensoría tenga amplia experiencia en el manejo y procesamiento de información y documentación en derechos humanos para familiarizarse con dicho trabajo. Los viajes de estudio y las personas que participarán en éstos, serán seleccionados de acuerdo al criterio de selección de becas en anexo al presente proyecto. 
Esta actividad no se realizó. 

Componente IV 
Sobre educación y capacitación en derechos humanos para fomentar la cultura de respeto a los mismos con equidad. 

Actividades 
4.1.1 Durante el primer y segundo año y con el apoyo/ asesoramiento de el/ la Asesor (a) en Educación y Capacitación en Derechos Humanos (Voluntario de las Naciones Unidas) según los términos de referencia en anexo 2 y la participación activa de UNESCO, las instituciones nacionales asociadas al Plan habrán organizado y desarrollado dos Conferencias Nacionales para impulsar el Plan Operativo sobre Educación en Derechos Humanos, de un día de duración cada una. Participarán en las Conferencias delegados de alto nivel del gobierno con responsabilidad directa en el tema de educación, educadores y profesores de escuelas, colegios y universidades, representantes de organizaciones no- gubernamentales y de la sociedad civil, Defensoría del pueblo, Poder Judicial y Poder Legislativo. 
Una primera Conferencia Nacional tuvo lugar en Quito, el día 22 de marzo de 2001. (Un día) Se presenten las propuestas sobre enseñanza de los DDHH en educación adoptados en las reuniones regionales (también de un día de duración) realizados con anterioridad. La conferencia no fue organizada por las instituciones nacionales asociadas al PNDH, sino por la Dirección de Educación, Cultura y Deporte del Municipio de Quito. Sólo un alto funcionario del Ministerio de Educación figura en la Agenda del evento, como participante en una mesa redonda. Participaron así mismo el Presidente de la Comisión de DDHH del Congreso Nacional, y un alto funcionario del Ministerio de Gobierno. No consta la participación de la Defensoría, ni de las ONG de derechos humanos, ni tampoco los representantes de la sociedad civil que integran la Subcomisión de Educación y DDHH del PNDH. Ni la justificación de la actividad, ni el objetivo, hace referencia al desarrollo de un plan nacional de educación en DDHH. La Asesora en Educación y Capacitación apoyó la organización de la conferencia, pero no se contó con el apoyo de la UNESCO. 

Una segunda Conferencia nacional tuvo lugar en Quito, los días 24 y 25 de enero de 2002, con patrocinio de la Universidad SEK (privada). Participaron unas 100 personas. Se analizo el Plan de Educación en Derechos Humanos, y se adoptaron propuestas de modificación del mismo, relativa a la educación superior. Asimismo, se creo una Red que vincula universidades nacionales que tienen programas en materia de DDHH. 

4.2.1 Durante el tercer semestre de actividades del proyecto, la OACDH en estrecha coordinación con UNESCO, contratará a una organización académica o a un (a) Asesor (a) Internacional / Nacional, para la elaboración de los lineamientos y estrategias que orienten al diseño de contenidos de derechos humanos en los textos de educación básica y secundaria y la preparación de materiales pedagógicos y guías metodológicas, en base a los manuales de capacitación en derechos humanos para profesores de a OACDH. 
La Asesora nacional, contratada de 1º febrero al 31 de diciembre de 2001, elaboró un "Diseño de guía en educación de derechos humanos" para la educación básica, que fue entregado al Ministerio de Educación. No obstante, los representantes del Ministerio en la Subcomisión informaron a la Misión que no sabían de la existencia del documento, lo que obliga concluir que dicho producto no ha tenido impacto en la elaboración del plan nacional de educación de derechos humanos. No se ha preparado materiales pedagógicos. 

También figura en los archivos del Proyecto, un agenda o temario para cuatro jornadas de capacitación ofrecida al personal de un colegio de Guayaquil en el 2000. Este constituye el única material relativo a educación secundaria desarrollado por el proyecto. 

4.2.2 Durante el cuarto semestre de actividades del proyecto, la organización académica y/o el / la Asesor (a) referido (a) anteriormente, capacitará, a un grupo de 100 educadores (as) de nivel primario y secundario provenientes de todas las provincias sobre el uso y aplicación del material pedagógico elaborado. 
En agosto o septiembre de año 2000, se realizó una jornada de capacitación para 82 educadores provenientes de todo el país, organizada por el Instituto Nacional de Formación Pedagógico de Maestros. En la ausencia de documentación sobre el evento, resulta imposible precisar la contribución del Proyecto y evaluar la actividad. No obstante, cabe señalar que una jornada de trabajo no permite llevar a cabo una capacitación y que el objetivo no podía haber sido lo previsto, pues todavía no se ha elaborado en el marco del proyecto el material pedagógico antes mencionado. 

Entre los meses de julio y agosto del año 2000, la CTN participó en un programa de capacitación para profesores (y representantes de los padres de familia) de un colegio de Guayaquil que había incorporado el tema de derechos humanos y paz en su curricula, en forma transversal. Un representante de la escuela manifestó que la capacitación fue de buena calidad y muy útil. Los miembros de la Misión de Evaluación llevaron una impresión muy positiva de la experiencia de este colegio, tal como fue descrita por la representante entrevistada, y opinan que podría eventualmente servir como modelo. Desafortunadamente, la experiencia no ha sido documentada, ni vinculada al proceso de elaboración del Plan Nacional de Educación en DDHH. 

4.2.3 Durante el cuarto semestre de actividades del proyecto, el Asesor en Educación y Capacitación, asegurará la publicación del material pedagógico, de acuerdo a las estipulaciones presupuestarias. 
La actividad no se ha realizado hasta la fecha. Cabe notar que en agosto del año 2001, el proyecto si auspició la publicación de material pedagógico para educación básica desarrollado, con el apoyo de UNICEF, por la Departamento de Educación de la Municipalidad de Quito. 

4.3.1 Durante el transcurso de actividades del proyecto, la OACDH facilitará expositores internacionales especialistas en derechos humanos (de entre los /as especialistas contratados para brindar asesoramiento en áreas específicas del proyecto que serán invitados a dictar conferencias en las universidades). 
No hubo información al respecto. No se realizaron esas conferencias. 

4.3.2 Las Universidades ecuatorianas aportarán con expositores nacionales, que brindarán capacitación sobre derechos humanos en programas de pregrado y postgrado, creados previamente por las Universidades, según se defina en el plan sectorial de educación. 
La enseñanza de los DDHH sí es ampliamente incorporada en los curricula de las universidades del país, en particular en las facultades de derecho. Las universidades que previamente habían establecidos cursos en derechos humanos continúan realizando los mismos, aun cuando dichos cursos no están enmarcados en el Plan Operativo sobre Educación en Derechos Humanos, todavía en proceso de discusión en el seno de la Subcomisión respectiva. 

4.4.1 Durante el segundo semestre de actividades del proyecto, la sede de la OACDH, en coordinación con el PNUD y las instituciones nacionales y sectores relevantes realizarán una misión al país para la definición y puesta en marcha de programas especializados de capacitación y/o actualización dirigidos a funcionarios policiales ( en cooperación con la Escuela de Policía) y personal penitenciario ( en cooperación con el Ministerio de Gobierno). 
Durante el segundo semestre, un consultor internacional realizó una misión a fin de evaluar el programa de capacitación en derechos humanos de la Policía Nacional. Durante su misión también dictó algunas conferencias, pero no nos fue proporcionada información mas concreta sobre ellas. No se ha realizado ninguna evaluación de los programas de capacitación y/o actualización para personal penitenciario. 

4.4.2 Durante el segundo semestre del proyecto, en coordinación con las instituciones nacionales relevantes, y de acuerdo a las prioridades que se fijen de común acuerdo con dichas instituciones, la OACDH contratará los servicios de Asesores Internacionales y/o Nacionales necesarios para apoyar la actualización de los contenidos de derechos humanos en la currícula de formación, capacitación y especialización de la policía y de los guías penitenciarios según sea requerido/ definido durante la misión mencionada en el numeral 4.4.1 anterior. 
El informe de misión del consultor internacional antes mencionado contiene algunas recomendaciones sobre posibles reformas al contenido del programa de capacitación de la Policía Nacional. Los informes de la coordinación técnica del proyecto hacen referencia a la preparación de curricula en derechos humanos para la policía, por parte de la Coordinadora Técnica misma, pero no nos fue proporcionada copia del mismo. El Director de la DINADHU del Ministerio de Gobierno manifestó desconocimiento de un eventual aporte del Proyecto en la capacitación de este sector. Lo que queda claro es que no se ha contratado ningún especialista para los efectos antes mencionados, ni se ha puesto en practica ningún programa nuevo de capacitación o actualización en derechos humanos por parte de la Policía Nacional desde el inicio del programa. 

4.4.3 Durante el segundo semestre del proyecto, en coordinación con las instituciones nacionales relevantes, la OACDH contratará los servicios de Asesores Internacionales y/o Nacionales, necesarias para la adecuación del material pedagógico de la OACDH descrita en el anexo 5 y la organización de por lo menos 18 cursos especializados de capacitación en derechos humanos, de 40 horas de duración para 30 participantes cada una, con especial énfasis en la capacitación de facilitadores, monitores, instructores y profesores de la policía y las cárceles. 
No fueron contratados los consultores especializados previstos; los materiales didácticos antes descritos no han sido preparados, ni ha sido organizado ninguno curso con las características antes indicadas. 

4.4.4. Durante el cuarto semestre de actividades del proyecto, el Asesor en Educación y Capacitación, asegurará la publicación del material pedagógico, de acuerdo a las estipulaciones presupuestarias. 
Esta actividad no ha sido realizada ni programada. 

4.5.1 Durante el segundo semestre de actividades del proyecto, la sede la OACDH, en coordinación con el PNUD y las instituciones nacionales y sectores relevantes realizarán una misión al país para la definición y puesta en marcha de programas especializados de capacitación y/o actualización dirigidos a agentes fiscales, magistrados jueces y defensores públicos. 
La misión antes mencionada no se ha llevada a cabo, ni está programada. 

4.5.2 Durante el segundo año del proyecto, en coordinación con las instituciones nacionales relevantes, la OACDH contratará los servicios de Asesores Internacionales y/o Nacionales necesarios para la actualización de los contenidos de derechos humanos en la currícula de formación, capacitación y especialización de los agentes fiscales, magistrados, jueces y defensores públicos, según sea requerido/ definido durante la misión mencionada en el numeral 4.5.1 anterior. 
No se han contratado Asesores específicamente para los efectos antes mencionados, aunque la Coordinadora Técnica y Asesora en Educación y Capacitación han hecho algunos esfuerzos en este campo. (Ver comentario sobre Actividad 4.5.3). 
4.5.3 Durante el segundo año del proyecto, en coordinación con las instituciones relevantes, la OACDH contratará los servicios de Asesores Internacionales y/o Nacionales necesarios para la adecuación del material pedagógico de la OACDH descrita en el anexo 5 y la organización de por lo menos 4 cursos especializados de capacitación en derechos humanos, de 40 horas de duración para 30 participantes cada uno, y la conducción de 12 sesiones de estudio, de 8 horas de duración cada una, con especial énfasis en la capacitación de profesores, agentes fiscales, magistrados, jueces y defensores públicos. 
No se ha contratado Asesoras para la adecuación del material pedagógico en este campo. 

La Coordinación preparó, con recursos propios, un temario para un curso de doce horas para fiscales. Un informe de la CTN hace referencia a un curso de dos días, realizado en junio del ano 2000, con la participación de 15 agentes fiscales de Guayaquil. El curso era a cargo de la CTN y un funcionario de la MRE. Otro informe del mismo año hace referencia a un curso en Quito, con un numero semejante de participantes, sin dar mas detalles. No fue posible ubicar documentación relativa a dichos cursos, lo que imposibilita su cabal evaluación. De todos modos, queda claro que un curso de 12 horas no sustituye un curso de 40 horas. Además, el curso no contenía ningún ejercicio de carácter participativo, como es previsto por las políticas de la OACDH en materia de educación y capacitación. 

En diciembre de 2000, se contrato a un consultor por el periodo de un mes, para la organización de un seminario de capacitación de jueces de la Corte Suprema de Justicia. El resultado de la contratación fue un taller de un día para 26 jueces de Guayaquil, capital de provincia y la cuidad más grande del país. Este taller, con dos ponencias presentadas por el personal del Proyecto, no puede considerarse una verdadera actividad de capacitación. Un informe de la CTN contiene una breve mención de otro evento para jueces de la provincia de Pichincha, sin precisar las fechas, ni el numero de participantes. Como no fue posible ubicar documentación relativa a la actividad, resulta imposible evaluarla. 

No se ha llevado a cabo ninguna actividad destinado específicamente a defensores públicos, ni ninguna actividad de capacitación para capacitadores para jueces, fiscales y defensores. 

4.5.4 Durante el cuarto semestre de actividades del proyecto, el Asesor en Educación y Capacitación, asegurará la publicación del material pedagógico, de acuerdo a las estipulaciones presupuestarias. 
No se ha preparado, ni publicado, material específicamente para la capacitación de jueces, agentes fiscales y defensores públicos. 

4.6.1 Durante el segundo semestre de actividades del proyecto, la OACDH en cooperación con la UNESCO, y coordinación con el CINU, adecuará el material pedagógico de la OACDH descrita en el anexo 5 y organizará por lo menos 1 curso especializado de capacitación en derechos humanos, de 40 horas de duración dirigido a 30 profesionales de los medios de comunicación social. 
No se ha preparado material pedagógico para periodistas, Los informes de la CTN hacen mención de uno o dos actividades dirigidas a periodistas, pero no fue posible encontrar mas información al respecto. 

4.6.2 Durante el tercer semestre del proyecto, la OACDH organizara por lo menos dos cursos de actualización, uno en Quito y otro en Guayaquil, sobre mecanismos internacionales de protección de los derechos humanos, para 35 representantes de ONGs. 
Dichos cursos no han sido ni organizados ni programados. 
4.6.3 Durante el tercer y cuarto semestre de actividades del proyecto, la OACDH y la UNESCO, contratarán los servicios de Asesores Internacionales y/o Nacionales necesarios para la incorporación de contenidos de derechos humanos en la currícula de estudios superiores de las Facultades de Ciencias de la Comunicación en Lonja Cuenca, Quito y Guayaquil. 
No se ha contratado a los servicios de Asesores para dichos efectos. 

4.6.4. Durante el cuarto semestre de actividades del proyecto, el Asesor en Educación y Capacitación, asegurará la publicación del material pedagógico, de acuerdo a las estipulaciones presupuestarias. 
Dicho material no ha sido ni preparado, ni publicado. 

Actividades no previstas 
Sector fuerza publica 
En marzo de 2000, el personal del Proyecto realizó un curso para 115 aspirantes a la Policía Metropolitana de Quito (y no la Policía Nacional, como prevé el proyecto). La duración del curso era de seis horas. 

Sector universitario 
Durante el segundo año del proyecto, se financió la impresión de 500 copias de un libro titulado 'Sistema de Protección de los Derechos Humanos', del profesor P. Sánchez de Derecho Internacional de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad Central. El libro fue distribuido en un seminario para personal de la Defensoría de Derechos Humanos. 

En diversas ocasiones, personal del proyecto han dado conferencias sobre derechos humanos a estudiantes universitarios. En mayo de 2001, por ejemplo, personal del proyecto dieron dos conferencias en un foro sobre derechos humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Loja. Unos 70 estudiantes participaron en el evento. 

Sector educación primaria y secundaria 
El proyecto apoyo la diseminación de material didáctico ('Cátedra de la Ciudad' 103 paginas, 2001) para alumnos del cuarto a séptimo año de educación primaria. El material fue desarrollado por la Municipalidad de Quito con el apoyo de UNICEF. En una entrevista con la Misión de Evaluación, funcionarios del Departamento de Educación de la Municipalidad informaron que, a partir del año escolar 2002-2003, este material será implementado a nivel nacional, en virtud de un convenio entre la Municipalidad y la Presidencia. No obstante, en la reunión entre la Misión y la Subcomisión de Educación y Derechos Humanos, no se hizo ninguna alusión al proyecto de la Municipalidad. 

Si bien no fue posible realizar seminarios para maestros y profesores de secundaria con los objetivos previstos por el proyecto, se apoyo, entre diciembre del año 2000 y marzo del año 2001, la realización de cinco foros regionales destinados principalmente a educadores. Los objetivos principales de los foros eran diseminar el Plan Nacional de Derechos Humanos, e iniciar una discusión nacional sobre la enseñanza de los DD.HH. Los foros eran de un día de duración, y con la participación de aproximadamente 50 personas cada uno. Fueron organizados por el Departamento de Educación de la Municipalidad de Quito, con el copatrocinio de diversos instituciones regionales. 

En conexión con la Primera Conferencia Nacional sobre Educación y Derechos Humanos (ver actividad 4.1.1, supra) se organizo un concurso nacional sobre proyectos de enseñanza de los derechos humanos en las instituciones educativas ecuatorianas. 

Educación a distancia 
La OACNUDH ratifico un acuerdo con el Instituto de Diplomacia y Ciencias Internacionales de la Universidad Central y la Fundación Teleducando para la Educación a Distancia, relativa a la creación de un curso interdisciplinario de postrado en derechos humanos. Se ha diseñado el curso y se grabaron varios conferencias magistrales. Según una entrevista con la Asesora en Educación y Capacitación, la intención era ofrecer el curso a partir del segundo semestre del año 2002 a aproximadamente 1.000 alumnos, entre ellos maestros, oficiales de policía, jueces, fiscales, personal penitenciario y representantes de ONG. También se informa que la celebración de un acuerdo que permitiría la eventual implementación del curso a nivel continental. Sin embargo, en la actualidad no se cuenta con los fondos necesarios para la implementación del curso en Ecuador. 

Foros televisados 
Gracias a un acuerdo entre la OACNUDH y la Fundación Teleducando para la Educación a distancia, se preparo y disemino por el canal TEVEMAS, en el segundo semestre del año 2000 y primero del ano 2001, una serie de foros sobre temas vinculados a los derechos humanos. Participaron respetadas personalidades y especialistas nacionales. Seis foros de dos horas y media de duración fueron grabados y diseminados, sobre los temas de justicia penal y derechos humanos, libertad de expresión y los medios de comunicación social; discriminación racial; educación y derechos humanos; el Plan Nacional de Derechos Humanos y la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

Capacitación de 'redes de conciliación social y laboral' 
En julio del año 2000, la OACNUDH firmo un convenio con el Cámara de Comercio de Guayaquil y la Embajada de los Países Bajos, relativo a la creación de un 'Centro de Justicia Social' o 'Centro de Justicia Comunitaria', un red de mediadores en zonas urbanas marginales de Guayaquil, la ciudad más importante del país. Fueron capacitados personas en derechos humanos y métodos de resolución de conflictos. La capacitación se realizó mediante nueve sesiones semanales de 2 a 3 horas cada. Completaron el programa de capacitación 54 personas, de cuatro centros de mediación. Adicionalmente, se capacitaron 11 personal del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio. 

Otras actividades no previstas 
El 9 de agosto de 2000, el Ministerio de Gobierno y Policía estableció una Dirección de Derechos Humanos (DINADHU). Su competencia es amplia, incluyendo entre otras funciones la de asesorar del Ministerio con respecto a asuntos relacionado a los DDHH; conocer denuncias de violaciones de atribuidas a miembros de la policía, autoridades locales y otros funcionarios del Ministerio; establecer actividades destinadas a prevenir violaciones de los DDHH por parte de funcionarios del Ministerio y promover la concientización tanto del publico como de los funcionarios con respecto a los DDHH. La creación del DINADHU obedece, en gran parte, a una iniciativa de la Coordinación Técnica del Proyecto, según una entrevista entre el Director y la Misión de Evaluación. 

III. RESULTADOS DEL PROYECTO 
Componente 1 
Resultado 1.1 La Comisión Permanente de Seguimiento, Evaluación y Ajuste y las Subcomisiones Sectoriales de Trabajo del Plan Nacional de Derechos Humanos, habrán definido y adoptado por medio del asesoramiento técnico brindado por el proyecto los planes operativos sectoriales, cuyas propuestas iniciales han sido elaboradas por la sociedad civil, bajo la coordinación de ILDIS, con miras a su revisión y adopción por parte del CPSE, metodologías de trabajo que permitan la identificación de áreas estratégicas de acción; la elaboración, adopción y ejecución de políticas, planes, estrategias y proyectos sectoriales prioritarios; el seguimiento de los compromisos adquiridos y la medición del impacto de las actividades. 
Efectivamente, sectores representativos de la sociedad civil, bajo la coordinación de ILDIS, elaboraron 17 propuestas iniciales de Planes Operativos Seccionales. A la fecha solamente una de esas propuestas, de la Subcomisión de Derechos de los Consumidores, se ha transformado en Plan Operativo aprobado. Otras Subcomisiones están discutiendo las propuestas. 

La Misión de Evaluación se reunió con integrantes de diez Subcomisiones. La mayoría de ellos coinciden en afirmar que una de las principales dificultades para adelantar su trabajo es la carencia de recursos económicos. Indican que existe ausencia de comunicación y coordinación con la CPESA y con la CTN, y reconocen el papel jugado por el ILDIS y en particular por el señor Vjekoslav Darlic Mardesic, quien fuera contratado entre el 10 de octubre de 2000 y el 31 de diciembre de 2001, durante doce meses. 

Los miembros de las Subcomisiones Sectoriales coinciden en señalar tres logros en este proceso: 

· El trabajo conjunto que se desarrolla entre instituciones del Estado y sectores de la sociedad civil, lo que ha permitido un diálogo permanente. 

· Mayor relación y coordinación entre las mismas instituciones estatales. 

· Se han abordado derechos sectoriales que antes ni se mencionaban. Ejemplo, Derechos de la Tercera Edad, de las Minorías Sexuales, de los Pueblos Afroecuatorainos. 

Resultado 1.2 Dentro del marco del Plan, las Subcomisiones habrán preparado y adoptado los planes operativos sectoriales que les corresponda y estrategias y programas de acción para su publicación con recursos del proyecto y ejecución con recursos propios y/o con el apoyo de la cooperación externa y el Ministerio de Relaciones Exteriores -en consulta con el Ministerio de Finanzas- habrá identificado con el apoyo del (la) CTN, un banco de proyectos y definido un mecanismo para la búsqueda de financiamiento de éstos, incluyendo por medio de canje de deuda por inversión en derechos humanos como una alternativa. 
Solamente la Subcomisión de Trabajo de los Derechos de los Consumidores ha aprobado el Plan Operativo de los Derechos de los Consumidores. El Proyecto ha apoyado la edición de 3.000 ejemplares de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor y su Reglamento General, y 1.000 ejemplares del Manual de Difusión, ambos de muy buena acogida. 

Hasta el momento no tenemos información de la existencia de un banco de proyectos ni de gestiones para la financiación de proyectos que han sido presentados al Proyecto. 

En lo que respecta al Programa de Canje de Deuda por Derechos Humanos, este mecanismo ha tenido una relativa buena difusión con la publicación de 500 folletos titulados "Programa de Canje de Deuda por Derechos Humanos", 500 CD-ROM con el mismo contenido. Seminario para la socialización del Programa Canje de Deuda por Derechos Humanos, organizado por Montgomery &Palacios y la Cámara de Comercio de Guayaquil para 70 personas. Otros tres seminarios sobre el mismo tema fueron realizados en Cuenca, Machala y Quito. 
Resultado 1.3 La Comisión Permanente y Subcomisiones, habrán elaborado e iniciado la ejecución del plan operativo sectorial de difusión e información nacional del Plan Nacional de Derechos Humanos, estrategia de ejecución, los avances en la ejecución e impacto de las actividades del Plan. Por este medio se fomentará una cultura de información y respeto a los derechos humanos que permita que la población ecuatoriana conozca el Plan Nacional y su potencial repercusión a favor de la protección de los derechos humanos en el país. 
No existe el plan operativo sectorial de difusión e información nacional del Plan Nacional de Derechos Humanos. 

Componente 2 
Resultado 2.1 El Ministerio de Relaciones Exteriores habrá establecido mecanismos interministeriales /interinstitucionales - de alto nivel y de nivel técno para facilitar el seguimiento a las recomendaciones y/o observaciones y la elaboración y presentación de informes a los órganos de supervisión de los tratados internacionales de derechos humanos y mecanismos especiales de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, y se habrá puesto al día en sus obligaciones de presentación de informes a los órganos de supervisión. 
A la fecha no se ha establecido, como se señala arriba, ningún mecanismo interministerial/ interinstitucional con los propósitos antes referidos. No obstante, el Asesor Internacional para componente II, cuyo primera Misión al país coincidió con la nuestra, cree que existen buenas posibilidades de establecer un mecanismo en antes de junio de año en curso. El MRE ha propuesto, y el Asesor respalda la propuesta, que se cree un sólo mecanismo en vez de uno de alta nivel y otro de nivel técnico, reconociendo que ciertas reuniones se llevarán a cabo con representación de alto nivel, mientras que reuniones de trabajo contarán con la participación de funcionarios de nivel técnico. 

Durante los dos años que corresponden a la vigencia inicial del proyecto, Ecuador sometió un informe a un órgano de supervisión del sistema de DD.HH. de la ONU (Informe al CERD con fecha de 8 del mayo de año 2000). En la actualidad Ecuador está atrasado en diez informes, uno mas que al inicio del proyecto. 

Resultado 2.2 Se habrá promovido y adelantado con los informes legales necesarias para armonizar la legislación nacional con los tratados internacionales de derechos humanos. Se habrá apoyado para el efecto el papel de los legisladores por medio de organizaciones de sensibilización e información, como foros, debates y la organización de mesas tecnico-juridicos, elaboración de estudios temáticos en arreas por definir durante el primer semestre del proyecto, que permite identificar las necesidades de desarrollo legislativo y el asesoramiento técnico para la elaboración de enmiendas o nuevas propuestas de ley. 
El Proyecto apoyó varios foros, conferencias y talleres relativos a temas vinculados a los DDHH, organizados por Comisiones del Congreso, a menudo en cooperación con otras entidades, tales como la Defensoría u organizaciones de la sociedad civil. No obstante, no ha sido posible establecer un listado definitivo de tales eventos, en parte porque, con frecuencia, la información disponible no permite distinguir claramente sus objetivos y propósitos. Cabe mencionar, a titulo de excepción, un seminario sobre legislación social celebrado en julio del año 2000, que contó con la participación de expertos de varios países de América Latina. El temario abordó, entre otras temas, los derechos de personas de tercera edad, personas con discapacidad, y los derechos de la familia, la niñez y la mujer. 

En términos generales, la ausencia de documentación relativa a los resultados de dichos foros hace imposible evaluar los resultados, obligándonos a evaluarlos en forma indirecta, mediante proyectos de ley aprobados o sometidos al Congreso Nacional, y las opiniones de los Presidentes de las Comisiones del Congreso Nacional que recibieron el apoyo. 

En cuanto el primer criterio, los Presidentes de las cinco Comisiones pertinentes del Congreso Nacional indicaron que las leyes adoptadas en parte gracias al apoyo recibido de parte del Proyecto son las siguientes: 

- Ley que ratifica la Convención sobre Trabajadores Migrantes 

- Ley que ratifica el Protocolo a la Convención sobre los Derechos del Niño relativo al tráfico de niños. 

- Ley que ratifica el Estatuto de la Corte Penal Internacional 

Los archivos del Proyecto también indican que una consultora elaboró un proyecto de reforma a la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, que reconoce a las mujeres un día para la práctica de exámenes médicos, que luego fue aprobada por el Congreso. 

Se reconoce el apoyo del Proyecto para el desarrollo de los siguientes proyectos de ley importantes actualmente sometidos al Congreso: 

- Proyecto sobre la obligatoriedad del estudio de los derechos humanos en el sistema de educación formal 

- Proyecto de ley sobre nacionalidades indígenas 

- Proyecto de Ley de Salud Sexual y Reproductiva 

Se nota que, con una sola excepción, las leyes adoptadas gracias en parte al apoyo del Proyecto, se limitan a los que ratifiquen nuevos instrumentos normativos, y no incluyen leyes que armonicen la normativa interna con obligaciones ratificadas previamente, tarea que el Prodoc implícitamente señala como prioritaria. Los proyectos de ley atañen temas importantes que, una vez adoptados, pueden tener consecuencias importantes para la armonización de la legislación interna con la internacional. Al mismo tiempo, cabe señalar que la identificación de los temas tratados por dichos proyectos parecen obedecer a la coyuntura política y social más que con criterios técnicos. Por muy importantes que sea los proyectos mencionados, se nota que ningún de ellos figura entre las necesidades de reforma legislativa identificadas por los órganos competentes de la ONU, enumerados en el Prodoc. Lo anterior parece indicar que el apoyo a la reforma legislativa se ha llevado a cabo o bien con una deficiente coordinación e insuficiente orientación técnica, o bien con desconocimiento del Prodoc. 

Los Presidentes de Comisiones tenia criterios diferentes relativos al apoyo recibido. El Presidente de la Comisión de Derechos Humanos tenia un criterio bastante negativo, mientras que la Presidenta de la Comisión de Defensa del Consumidor tenia un criterio mas favorable, aunque también criticó una de las consultoras por haber dedicado una parte de su tiempo a proyectos personales. Los demás presidentes de Comisión opinaron que el aporte del Proyecto fue positivo, pero de una importancia limitada. La Presidenta de la Comisión de la Mujer, comentó que el apoyo recibido de UNICEF y UNIFEM fue mas valioso. 

Cabe señalar que la Comisión de Defensa del Consumidor recibió del Proyecto más apoyo que cualquier otra Comisión. El Proyecto financió la publicación de 3000 ejemplares de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor y su Reglamento, y unos 25 foros por todo el territorio para diseminar información sobre la Ley y las funciones de la Defensoría del Consumidor. Habida cuenta de la situación de derechos humanos en el país, no podemos sino concluir que el apoyo a tales actividades no corresponde a las reales prioridades de la sociedad. Incluso, hubiera sido mas acorde con las necesidades del país atenerse al apoyo a las tres Comisiones del Congreso señalados por el Prodoc, las de Derechos Humanos, de Indígenas y de la Mujer, Niño y Familia. 

Actividades No Previstas 
Según un informe de la CTN, el proyecto proporcionó asistencia técnica a un Seminario Internacional sobre derechos humanos que tuvo lugar en Quito el día 11 de julio del ano 2000. 

Componente 3 
Resultado 3.1 La Defensoría habrá revisado y perfeccionado sus bases conceptuales y procedimientos para la investigación, calificación, admisión y resolución de denuncias y la verificación y observancia preventiva en áreas generales y temas transversales prioritarios, incluyendo derechos económicos, sociales y culturales, derechos de la niñez, de la mujer, de las poblaciones indígenas y afroecuatorianas y personas privadas de su libertad, entre otros. 
El proyecto contemplaba que como resultado de las actividades trazadas en el Componente 3, la Defensoría del Pueblo debía contar con procedimientos claros y definidos para la investigación, calificación, admisión y resolución de denuncias de violaciones a los derechos humanos. La encuesta realizada a 101 funcionarios de la Defensoría puede servir de base para definir esos procedimientos y elaborar el Manual de quejas. Sin embargo, los UNV consideran que antes de cuatro meses no es posible conseguir ese resultado. 

Otros resultados esperados, como talleres internos para estudiar la efectividad del manual de quejas y su publicación, no se han producido. Sin embargo, los UNV tienen programado realizar próximamente talleres en las 22 delegaciones de la Defensoría. Habría que definir claramente los objetivos de esos talleres de capacitación, si se trata de actualización sobre derechos humanos (uno de los indicadores del componente 3). 

En cuanto a los viajes de intercambio para 9 funcionarios de la Defensoría del Pueblo, no se han realizado. 

La Misión de Evaluación averiguó en Quito, Guayaquil y Cuenca acerca de la existencia o proceso de puesta en marcha de un Centro de Documentación, pero no existe. Hay deficiencia en las publicaciones propias de la Defensoría y se solicita apoyo para reeditar el libro que contiene la Ley del Consumidor y el Reglamento. 

Resultado 3.2 La Defensoría del Pueblo, dentro del marco del Programa de Derechos humanos y Democracia, que a nivel de las Universidades de todo el país se ha implementado para la investigación y capacitación, habrá definido e iniciado por lo menos 2 proyectos de investigación de temas prioritarios de acuerdo al mandato de la Defensoría del Pueblo. 
Los proyectos de investigación de temas prioritarios que tengan que ver con el mandato de la Defensoría no se han adelantado. La Encuesta, presentada como Investigación, corresponde a un insumo para trabajar el Manual de Quejas. 

La Misión de Evaluación no pudo obtener información sobre una investigación que señala la CTN en el informe que presentó a ésta Misión: Desarrollo de la Investigación para la Defensoría del Pueblo del Ecuador FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL PARA LA DEFENSORIA DEL PUEBLO DEL ECUADOR, ESTRATEGIAS DE IMPACTO EN LA SOCIEDAD ECUATORIANA, en asociación con FLACSO. 

Resultado 3.3 La Defensoría del Pueblo habrá revisado la función estratégica del Centro de Documentación, abierto al público y de apoyo al trabajo profesional de la Institución, el cual habrá suscrito acuerdos de cooperación con instituciones especializadas a nivel nacional e internacional y funcionará en conexión con otros centros similares que en materia de derechos humanos existan en el país. 
Por parte del proyecto no se desarrollo el apoyo a la Defensoría del Pueblo para implementar el Centro de Documentación. La Misión de Evaluación averiguó en las Defensorías delegadas de Guayaquil y Cuenca y existe un esfuerzo individual del funcionario respectivo para dotarse de algunos documentos y libros para ejercer mejor su labor. Pero una labor tan importante, no tuvo la más mínima atención por parte del Proyecto. 

Componente 4 
Resultado 4.1 Las instituciones nacionales asociados al Plan habrán organizados dos foros nacionales sobre educación en derechos humanos y se habrán validado las necesidades prioritarias en dicho sector en el contexto de la participación social y descentralización educativa. 
Si bien se organizaron dos conferencias nacionales sobre educación y derechos humanos, dichas actividades no fueron organizadas por instituciones nacionales asociados al Plan, sino por una institución municipal y una universidad privada, respectivamente. 
En las fechas en las cuales se celebraron las conferencias, no fue posible (y sigue siendo imposible en la fecha de redacción del presente informe) que las conferencias sirviesen para 'validar' el Plan de Educación en Derechos Humanos, pues el Plan todavía no ha sido finalizado por la Subcomisión. El objetivo de la primera conferencia fue acordar estrategias para la diseminación del Plan Nacional de Derechos Humanos a nivel de educación formal. La segunda tuvo como objetivo revisar el proyecto del Plan de Educación en Derechos Humanos y adoptar recomendaciones relativas a su contenido. El hecho de que las conferencias no fueron organizadas por institucionales nacionales protagonistas en el proceso de elaboración del plan ha significado que ellas han tenido incidencia limitada en el proceso de desarrollo del futuro Plan, que de conformidad con el proyecto ha de ser la clave que oriente a toda actividad en el sector. 

Resultado 4.2 El Ministerio de Educación, con el asesoramiento de la OACDH, habrá definido lineamientos y estrategias que orienten al diseño de los contenidos de derechos humanos en los textos de educación básica y secundaria (en coordinación con otros programas de cooperación en esta área), habrá preparado material pedagógico y guías metodológicas para el uso de dicho material por parte de los (as) educadores y para la enseñanza de temas específicos de derechos humanos, tales como el Sida, educación sexual y derechos reproductivos, medio ambiente, entre otros y asegurando la eliminación de estereotipos sexuales. 
Se han producidos dos anteproyectos de planes para educación en Derechos Humanos. El primero, fruto de una consulta entre organizaciones y asociaciones de la sociedad civil, fue publicado en el año 1999, el segundo, elaborado por la Comisión de Educación en Derechos Humanos que agrupa diferentes sectores del Ministerio de Educación en junio de 2001. Este es el que está siendo consultado en la Subcomisión, con representantes de la sociedad civil. Este proyecto -que incluye los lineamientos y estrategias previstos en el resultado antes señalado- aborda no solo la educación primaria y secundaria, sino también la educación inicial (0 a 5 años) y la adulta. Si bien el proceso de consulta y adopción en el seno de la Subcomisión ha sido lento y no siempre fluido, el progreso realizado ha sido importante, según la reunión celebrada entre la Misión de Evaluación y la Subcomisión. No obstante, como este proceso no ha culminado, no ha sido posible pasar a la próxima etapa, a saber, la preparación del material y guías metodológicas anunciados. 

Resultado 4.3 Las Universidades del Ecuador se habrán involucrado activamente en actividades para la promoción de los derechos humanos, dentro del marco del Plan Nacional de Derechos Humanos. 
Varias de las universidades, tanto publicas como privadas, y en varias provincias, ofrecen desde hace algunos años cursos sobre Derechos Humanos. Estas actividades continúan, y en algunos casos se han fortalecido. En particular, la Universidad Central ha iniciado un posgraduado en DD.HH. La CTN del Proyecto ha mantenido estrecha contacto con las universidades, a fin de apoyar sus actividades en este campo. (NB: Cabe preguntarse si la referencia al Plan Nacional de Derechos Humanos en el texto del resultado no debe interpretarse como una referencia al Plan Operativo, todavía inexistente, pues al Plan Nacional de Derechos Humanos no contiene referencia expresa alguna al papel de las universidades). 

Resultado 4.4 El Ministerio de Gobierno, la Comandancia General de la Policía y la Dirección Nacional de Rehabilitación Social, como instituciones encargadas de la formación, capacitación y especialización de la policía y de los guías penitenciarios, habrán actualizado los contenidos de derechos humanos en su currícula, habrá adoptado el material pedagógico de la OACDH para el uso y aplicación de éste por dicho personal y habrá capacitado a un número de oficiales como capacitadores. 
El material pedagógico de la OACDH no ha sido adaptado para el uso de las instituciones de capacitación del Ministerio de Gobierno referidas, ni se han capacitado, en el marco del Proyecto, personal de dichas instituciones para la capacitación. Tampoco hemos recibido información que permite concluir que los contenidos de su curricula han sido actualizados o modificados gracias a un aporte del Proyecto. 

Resultado 4.5 La institución encargada de la formación, capacitación y especialización de agentes fiscales, magistrados jueces y defensores públicos en coordinación estrecha con el programa Projusticia, habrá actualizado los contenidos de derechos humanos en su currícula y se habrá adaptado el material pedagógico de la OACDH, para el uso y aplicación de éste por dicho personal y se habrá capacitado a un número de capacitadores para la aplicación de este material. 
La misión no recibió ninguna información con respecto a la (s) institución (es) de formación, capacitación y especialización de los profesionales referidos, ni su curricula, pero si esta en condiciones de informar que la OACDH no haya desarrollado material pedagógico para el uso de tal (es) instituciones ni tampoco capacitado capacitadores en el uso de materiales de la OACDH. 

Resultado 4.6 Se habrá capacitado a 30 profesionales de los medios de comunicación social y 70 representantes de ONGs, para reforzar a sus conocimientos en materia de derechos humanos y sensibilizarlos acerca del papel social que jueguen. 
En septiembre de 2000, según un informe de la CTN, tuvo lugar un evento denominado primer seminario nacional para entrenar a periodistas en derechos humanos. Por falta de información sobre la agenda del evento, su duración y metodología, es imposible saber si la actividad se desarrollo en conformidad con las políticas de la OACDH sobre capacitación. Tampoco se dispone de información, tal como el numero de participantes, que permita evaluar el impacto del evento. 

Si bien representantes de ONG y la sociedad civil han participado en muchos de los foros y conferencias organizado con el apoyo del Proyecto, ninguna actividad de capacitación para ONG ha sido realizado. 

Resultado de algunas Actividades no previstas 
La mayor parte de las actividades no previstas, patrocinadas por el Proyecto, a pesar de no figurar en el Prodoc, no fueron documentadas. En ciertos casos, se programaron reuniones con las contrapartes pertinentes, pero en ningún caso con los beneficiados. Solo una de estas actividades fue objeto a una evaluación formal, por la contraparte. En algunas casos, las entrevistas con las contrapartes nos ha permitido formar un idea sobre la forma que la actividad se llevo a cabo y su impacto, pero en muchos casos la ausencia de documentación y contacto directo con los beneficiados nos ha impedido formar un criterio sobre la calidad y utilidad de las misma. Por esa razón, los párrafos siguientes se refieran a solo algunos de las actividades no previstas enumeradas en Parte III del presente informe: 

Sector educación primaria 
El apoyo a la publicación del material didáctico elaborado por la Municipalidad de Quito con el apoyo de UNICEF parece ser una decisión puntual, que no parece obedecer a una estrategia que tiene por objetivo influenciar en la enseñanza de los derechos humanos a nivel nacional. Por lo tanto, no obstante el valor intrínseco de material, el valor del apoyo brindado por el Proyecto parece incierto. 

Foros televisados 
Personas ajenas al proyecto entrevistadas por la Misión de Evaluación opinaron que la calidad y contenido de los foros televisados era buenos, y la participaron de personas de las más variadas sectores de la sociedad civil ha ayudado a quebrar estereotipos negativos con respecto a los derechos humanos y promover una más amplia aceptación del tema en la opinión publica. 

Capacitación de 'redes de conciliación social y laboral' 
Los cuatro 'Centros de Justicia Social' o Justicia Comunitaria' establecidos en cooperación con la Cámara de Comercio de Guayaquil están brindando servicios útiles y de calidad a sus respectivas comunidades, según se desprende de entrevistas con funcionarios de la Cámara y un UNV. Se efectuó una evaluación de la capacitación brindada a los mediadores comunitarias, que comprobó la calidad de la misma. Ahora bien, el valor de la actividad esta afectada, en cierta medida, por los problemas que enfrenta la Cámara para asegurar la sustentabilidad de la iniciativa. Quizás, por esta razón, tampoco existen planes, actualmente, para replicar esta experiencia en otras comunidades. 

La DINADHU 
La DINADHU participa activamente en las instancias mixtas establecidas en el marco del Plan Nacional de Derechos Humanos y es, junto con la Defensoría del Pueblo, una de las entidades estatales mas activas en dicho proceso. De esa manera, hace un aporte valiosa a los objetivos del Proyecto. Hasta la fecha los resultados en otras áreas su competencia tales como la capacitación de funcionarios del Ministerio de Gobierno e investigación de denuncias contra ellos son limitados. No obstante, con mas recursos y el necesario apoyo político, la DINADHU podría jugar un papel aún mas importante en la promoción de los derechos humanos en este importante ámbito. 

Seguimiento al Proyecto 
Según algunos documentos del proyecto, se llevaron a cabo tres misiones de Monitoreo: una del 3 a 10 de octubre 2000 a cargo de Asesor Especial sobre Instituciones Nacionales; otra a cargo del mismo Asesor y el Oficial de Programas de la OACDH responsable para Ecuador, llevada a cabo entre el 16 y el 23 de marzo de 2001, y la última a cargo del los Oficial de Programas del OACDH y PNUD, realizada del 26 al 30 de noviembre de 2001. 

En realidad, el principal objetivo de la primera Misión no era controlar el desarrollo del proyecto, cuyos actividades hasta entonces habían sido muy limitadas, debido a cambios importantes en la situación política y social (Véase numeral I), que conllevaron a cambios el la identidad de los representantes de los principales contrapartes gubernamentales, así como la demora por parte de la OACDH a autorizar cualquier desembolso. El objetivo prioritario, según entrevista con el Asesor Especial, fue contribuir a la consolidación de la voluntad política de las nuevas autoridades a participar en la puesta en practica del proyecto. El Informe de Misión es escueto y más descriptivo que analítico. Se señala que todas las contrapartes, tanto gubernamentales como PNUD, concuerdan en que el proyecto ha realizado avances muy importantes. También hubo consenso en que el proyecto debe estar ejecutado en la forma más flexible posible, habida cuenta de sucesos recientes en el Ecuador, algunos de los cuales no estaban previstos al momento de firmar el proyecto. Por fin, concluye que el apoyo de la OACDH había sido deficiente, y que habría de autorizar el primer desembolso de fondos en forma inmediata. 

Este primer informe merece tres comentarios. En primer lugar, la evaluación de las actividades realizadas durante el primer semestre del proyecto se limita a una generalización, no sustentada por información objetiva. En segundo lugar, aunque se hace referencia a importantes cambios en el contexto político, social y institucional, no se hace un análisis explícito y objetivo de sus posibles consecuencias para el desarrollo del proyecto y factibilidad de sus objetivos. Por último, creemos que la invitación a implementar el proyecto con la mayor flexibilidad dio a la CTN la impresión que era permitido ignorar las directrices y orientaciones que se desprenden del Prodoc, en favor de otras actividades que, a su criterio, eran mas factibles y oportunas. 

El informe de la Misión de Monitoreo de marzo de 2001 también es mas descriptivo que analítico. Se nota que, si bien hace recomendaciones relativas a cada uno de los cuatro componentes, ellas no están fundamentadas en la evaluación de las actividades realizadas y obstáculos y dificultades encontradas en cada componente. Importantes problemas que, a nuestro criterio, han afectado el desarrollo del proyecto desde su primer año, como los que se refieren a la comunicación y consulta, así como la planificación y documentación de actividades, no fueron identificados. Consecuentemente, las recomendaciones no pretenden introducir modificaciones significativas en la gestión, ni en el desarrollo del proyecto. Cabe mencionar que la recomendación dirigida al Ministerio de Relaciones Exteriores, recordando su obligación de proporcionar apoyo material a la Comisión Permanente de Evaluación, Seguimiento y Ajuste del Plan, todavía no ha sido acatada. 

El informe de la Misión de Monitoreo de noviembre de 2001 es mas detallado, más analítico y mas útil. Identifica muchos de los mismos problemas que ha encontrado la presente Misión de Evaluación. Por lo general, las recomendaciones hechas por esa tercera Misión de Monitoreo van en el sentido de las hechas por la presente Misión de Evaluación aun cuando, en cuanto a la estructura y gestión del proyecto, son menos radicales. Dada la brevedad del tiempo transcurrido entre la última Misión de Monitoreo y la presente Misión de Evaluación, no conviene evaluar sistemáticamente el cumplimiento de las recomendaciones elaboradas en diciembre de año 2001. Algunas de las recomendaciones se han cumplido, plena o parcialmente. La cooperación entre la OACDH y PNUD se ha mejorado, así como la comunicación entre la CTN y el Ministerio de Relaciones Exteriores. Ahora bien, no nos consta que la calidad de la planificación de actividades se ha mejorado, ni que se hace el esfuerzo requerido para asegurar que las actividades apoyados sean mejor enfocadas ni que se ciernen más a los parámetros del Prodoc. En cuanto el Ministerio de relaciones Exteriores, no nos consta un mejor esfuerzo para animar las actividades de las instancias establecidas por el PNDH, ni para resolver el problema del bajo nivel de participación de ciertos ministerios e instituciones estatales. El apoyo económico -tan necesario- tampoco se ha materializado hasta la fecha, a pesar de ciertas gestiones emprendidas por el Ministerio. En cuanto la OACDH, cabe señalar que los plazos para la realización de misiones de Asesores Internacionales para los componentes dos y tres no fueron cumplidos. 

En términos generales, nuestra conclusión es que las misiones de monitoreo tardaron demasiado en identificar los graves problemas que afectaron el cabal desarrollo del proyecto, y proponer las medidas correctivas necesarias. 

---------- 

De otro lado, el Proyecto previó la formación de un COMITÉ DE SEGUIMIENTO DEL PROYECTO (CSP), el cual sería presidido por el Ministerio de Relaciones Exteriores y quedaría integrado ampliamente por representantes del Estado y de la sociedad civil. El CSP tendría una misión consultiva y emitiría recomendaciones de gestión, basado en las reuniones que efectuaría cada sesi meses para conocer el avance del Proyecto a través de los informes semestrales elaborados por la CTN. 

La Misión de Evaluación se reunión el jueves 21 de febrero en los salones de la Chancillería con 13 integrantes del CSP. Fue un encuentro bastante tenso, en el que se hicieron criticas a la CTN y a la conducción del mismo por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores. Las criticas generalizadas se centraban en varios aspectos: 

· Alta rotación de los integrantes en representación del Estado y bajo poder de decisión. 

· Los informes de la CTN solamente se conocen en el momento de las reuniones y no hay posibilidad de estudiarlos. (La reunión de la Misión de Monitoreo con la CPS fue la cuarta realizada durante los casi dos años de vida del Proyecto). 

· La Cancillería no ha elaborado las actas de las 2ª y 3ª reunión. 

· Falta de comunicación entre la CTN y el CSP. 

· No se han precisado sus ámbitos de competencia. 

La Misión de Evaluación concluyó que el papel del CSP ha sido más formal que real, que frente al Proyecto ha mantenido una actitud pasiva. Por lo tanto, en la reunión sostenida el 27 de febrero con la señora Coordinadora Residente del PNUD y con los representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, nos permitimos sugerir que el CSP cesara en sus funciones y fueran asumidas por la CPESA. 

IV. OBSERVACIONES RELATIVAS A FACTORES QUE AFECTARON EL DESARROLLO DEL PROJECTO 

La puesta en practica del proyecto fue perjudicada por un numero de circunstancias y factores cuyas consecuencias conjuntas no lo favorecían. Debido a su interacción mutua, resulta difícil determinar con certeza cuáles deberían considerarse las más relevantes. Entre ellas, merecen destacarse: 

1. La demora en desembolsar fondos y contratar personal. El proyecto había de comenzar el 15 de enero de 2000, pero la CTN no fue contratada sino en abril, y el primer desembolso fue autorizado en octubre y recibido a finales de noviembre del mismo año. La primera UNV fue contratada durante el primer año del proyecto, pero los dos otros únicamente durante el segundo año. 

De los cuatro Asesores nacionales y Internacionales que tenia responsabilidad para la coordinación de los cuarto componentes, el primero fue contratado en octubre 2000, el segundo al inicio del segundo año de actividades, el tercero un año y medio después del inicio de actividades y el último, simultáneamente con esta Misión de Evaluación. (Componentes I, IV, III y II, respectivamente.) 

Para un proyecto de apenas 24 meses de duración, una demora de casi nueve meses en la recepción efectiva del primer desembolso y la contratación del personal de apoyo de proyecto, necesariamente tiene un impacto importante en la posibilidades de alcanzar al los objetivos previstos. El hecho de tener a una CTN en funciones sin recursos ni para actividades ni para personal de apoyo durante un mas de siete meses también puede explicar, parcialmente, algunas tendencias negativas que debilitaron la dirección del proyecto, como son la hacer actividades de bajo costo en forma dispersa y de asumir demasiadas responsabilidades personalmente en vez de delegarlas y dedicarse la tarea de coordinación. Asimismo, la manera paulatina y fragmentada que el proyecto arrancó, dificulto no solo la planificación sino también el monitoreo del proyecto. 

2. La OACDH no logró cumplir adecuadamente con su función de supervisión técnica del proyecto. A la CTN no se le proporcionó ninguna capacitación para sus funciones, ni tampoco un ejemplar del Manual de asistencia técnica de la OACDH. (Si bien la CTN participó en dos reuniones de “presencias en el terreno”, nunca recibió una formación relativa a los procedimientos de OACDH y las funciones de la CTN). A pesar del énfasis que el Prodoc hace en la estrecha consulta entre el personal del proyecto responsable para educación y capacitación, y a pesar del amplio reconocimiento de que el componente de educación era el que mas actividades tenía, la Oficial de la OACDH responsable para la área de educación y capacitación en derechos humanos nunca fue consultada con respecto al desarrollo del proyecto. En los archivos del OHCHR, constan documento elaborados durante el primer semestre de actividades que señalan problemas muy semejantes a los detectados por la presente Misión de Evaluación. No obstante, los Misiones de Monitoreo, por distintos motivos, no lograron detectar o apreciar dichas problemas cabal y oportunamente. Las diferencias de criterio entre las dos unidades de la OACDH que sí daban seguimiento al proyecto, (véase número 3, abajo) ciertamente contribuyeron a impedir a la OACDH ejercer esta función con mas eficacia. 

3. Hubo problemas de comunicación y de coordinación entre el PNUD y la OACDH, así como, al seno de éste, entre el Grupo de América Latina, el Asesor Especial del Alto Comisionado para Instituciones Nacionales y la Coordinadora para Educación y Derechos Humanos. En términos generales, las relaciones entre PNUD y OACDH, en el ámbito del Proyecto, han sido buenas. Se mejoraron una vez que se logró más estabilidad en la asignación de responsabilidades para el proyecto de parte de PNUD (durante el primer año de actividades se sucedieron tres oficiales de Proyecto), y se fortalecieron cuando se produjo la primera Misión de Monitoreo conjunta, en noviembre de 2001. No obstante, había reiterados problemas de comunicación. La manifestación mas importante de este problema tenia que ver con la autorización de gastos para actividades. Como se ha visto arriba, muchas de las actividades realizadas no correspondieron, o correspondieron solo parcialmente, a las estipuladas en el Prodoc. El problema residió en que, la información proporcionado por la OHCHR al PNUD en conexión con la autorización de desembolsos para un determinado periodo, no era suficiente para permitir al PNUD fiscalizar adecuadamente las finalidades a las cuales se aplico los fondos. Por ejemplo, el Prodoc señala que las conferencias nacionales sobre educación en derechos humanos han de llevarse a cabo por determinados contrapartes y con determinados fines. La nomina de actividades autorizadas, anexa a la solicitud de desembolso, contiene en el rubro Componente 4 una breve mención a conferencia nacional sobre educación a celebrarse en cuidad X. A la OACDH le compete autorizar modificaciones en las características de las actividades previstas, mientras que el PNUD tiene la responsabilidad de autorizar la entrega de recursos a las contrapartes que ejecuten la actividad. Pero, a menos que el Oficial de Proyecto PNUD tome la iniciativa de hacer averiguaciones con la OACDH, no tiene como saber si el Oficial de Programa de OACDH haya aprobado la ejecución de la actividad con fines distintos, o por otro tipo de contraparte. Esta laguna en el intercambio de información entre las entidades responsables para la supervisión técnica y de gestión, constituyo un factor de índole estructural que facilitó el incumplimiento de los objetivos del proyecto. 

Pare dar un ejemplo de un fallo mas puntual en la comunicación, basta referirse a la ayuda memoria sobre el desarrollo del Proyecto que la Misión Permanente de Ecuador en Ginebra entregó a OACDH en diciembre de 2001. Ni el Ministerio de Relaciones Exteriores ni la OACDH proporcionó copia al PNUD. 

En cuanto las relaciones entre el Grupo de América Latina y el Asesor Especial para Instituciones Nacionales, los dos tenían criterios bastante diferentes sobre la relevancia y importancia de las actividades llevadas a cabo, así como la manera que la CTN cumplió sus funciones de planificación y coordinación. Estas diferencias, a nuestro criterio, tenia dos consecuencias: por un lado, hicieron que la CTN pensara que tenia un margen de maniobra en la forma que respondía a las orientaciones recibidas de Equipo de América Latina, que tenia responsabilidad principal para la supervisión del proyecto, de parte de la OACDH, y por otro, impidieron que el Equipo de América Latina tomara medidas mas firmes para resolver los problemas detectadas. En consecuencia, se perpetuó una situación en donde el Proyecto se desarrollo en forma no prevista por el Prodoc, sin que se tomara medidas eficaces para rectificar dicha situación. 

4. La CPESA y Subcomisiones Sectoriales de Trabajo no funcionaron adecuadamente. La CPESA no logró impulsar las actividades de las Subcomisiones, que tenían la responsabilidad de preparar a los Planes Operativas. Sin ellos, era imposible, por definición, avanzar en la implementación del PNDH. En conformidad con el Prodoc, el personal del Proyecto debía apoyar a las Subcomisiones, pero no así al CPESA. Por decisión de la CTN, se privilegió la realización de foros, seminarios y otros eventos en el marco del componente IV, aun cuando muchos de ellos se podrían haber organizado en el marco del Componente I. De tal manera, se dio a los protagonistas en el proceso la impresión de que, la inversión de tiempo y energía en los trabajos de la CPESA y sus Subcomisiones, no conducía a resultados tangibles a corto o mediano plazo. Así, en vez de fortalecer al CPESA, que había de ser el locomotor del proceso de implementación del PNDH, en la practica se le marginó. Con honorables excepciones, en particular la Defensoría del Pueblo y DINADHU, los ministerios y otras entidades gubernamentales también debilitaron el trabajo de la CPESA y sus Subcomisiones, delegando como representantes a funcionarios de nivel medio, con altos índices de rotación. (Un representantes de la sociedad civil comentó que a menudo dieron la impresión de ser observadores.) La calidad de la representación de Gobierno en el proceso, junto con la falta de recursos gubernamentales, llevaron a algunas ONG a cuestionar el compromiso político del Gobierno con el PNDH. 

5. La CTN no tenia una visión estratégica de la puesta en practica del proyecto como tal, y dio la impresión de considerar el Prodoc como una orientación general a ser interpretada en forma bastante flexible. Gracias a sus contactos y su empeño personales, la CTN logró establecer vínculos importantes y valiosos con ciertos sectores sociales, como la Cámara de Comercio de Guayaquil, universidades y medios de comunicación privada. No obstante, no coordinó adecuadamente con las contrapartes previstas en el Prodoc. Las dificultades que experimentó en este particular se evidencian en sus relaciones con la CPESA y la Defensoría del Pueblo, entre otros. En la practica, la CTN sustituyó a la estrategia que informa el Prodoc, otra que privilegia el apoyo a sectores de los gobiernos locales y de la sociedad civil. Si bien es cierto que el contexto social y político fue muy fluido, a nuestro criterio este cambio tácito de estrategia no fue justificado por los cambios en las circunstancias sociales y políticas que vivía el país. Los obstáculos externos que incidieron en el proyecto tampoco eran, a nuestro criterio, de tal magnitud como para justificar las modificaciones en las actividades previstas tan significativas como las que se produjeron en los hechos. 

En un orden mas técnico, la planificación y documentación de actividades no era de un nivel adecuado. La coordinación de los labores de los consultores y los UNV tampoco era adecuado. La CTN asumía personalmente muchas tareas como la preparación de documentos de fondo y charlas que deberían haber sido confiadas a Asesores, UNV y consultores, en perjuicio a las funciones propias a la Coordinación. 

6. El Ministerio de Relaciones Exteriores no cumplió adecuadamente los compromisos asumidos en virtud del proyecto. En cuanto su obligación de movilizar fondos, solamente logró obtener una donación modesta para la diseminación de información sobre el PNDH. Hasta la fecha, y a pesar de algunos gestiones recientes y prometedoras, no se ha conseguido fondos del Presupuesto Nacional. La falta de tales fondos ha sido un freno muy importante a las actividades del CPESA, y quizás un desincentivo al trabajo de las Subcomisiones, puesto que eran los fondos proporcionado directa o indirectamente por el Estado que habían de financiar la puesta en practica de los Planes Operativos. 

El Ministerio de Relaciones Exteriores no impulsó la creación de los mecanismos inter-ministeriales o inter-institucionales para la preparación de informes a los diversos comités de derechos humanos y la coordinación de la reacción a las observaciones de dichos órganos. Siendo responsable para convocar el Comité Permanente de Seguimiento al Proyecto, que como foro reunía las principales contrapartes nacionales y internacionales y con competencia para hacer recomendaciones relativas al desarrollo del proyecto, el Ministerio no impulsó el trabajo del Comité sino mas bien lo marginó. El Ministerio cumplió mejor su papel como coordinador del CPESA, y promovió una reestructuración del mismo para darle mas representatividad a nivel nacional. No obstante, no logro corregir los problemas de alta rotación y medio nivel de representación por parte de la mayoría de los protagonistas gubernamentales, en el CPESA y sus Subcomisiones, lo que a la vez afecto la credibilidad en el CPESA a los ojos de una parte de las ONG.

V. RECOMENDACIONES 

1. Componente I 
Se trata del Componente mas estrechamente vinculado a la razón de ser del Proyecto, la de apoyar al Plan Nacional de Derechos Humanos. Además, a pesar de las dificultades que impidieron alcanzar los objetivos trazados en el Prodoc, es el único componente en cual, hasta la fecha, hay avances tangibles en el fortalecimiento de estructures (a saber, la CPESA y las Subcomisiones de Trabajo, temáticas y provinciales) que pueden eventualmente sobrevivir el finalizar el Proyecto y así dar sustentabilidad al trabajo realizado. (La DINADHU, aunque no prevista en el Prodoc, es una excepción). 

Por ambas razones, en los últimos meses del Proyecto, la principal prioridad debe ser la superación de los problemas que han afectado al Componente I fortaleciendo los mecanismos propios del PNDH. Reconocemos que, aún si se acepta nuestra recomendación de que el plazo del Proyecto sea extendido hasta diciembre del año en curso, es muy posible que no todas las Subcomisiones de Trabajo lleguen a finalizar Planes Operativos e iniciar su implementación. Pero pensamos que es factible que un numero significativo de ellas adopten Planes Operativos y den los primeros pasos para su socialización y puesta en practica. De ser así, la credibilidad en el PNDH se habrá fortalecido y se le dará un nuevo impulso capaz de permitirle caminar solo. Para lograr eso, seria necesario superar los problemas que han afectado en nivel de participación de algunos protagonistas gubernamentales; integrar las comisiones provinciales a la infraestructura institucional del PNDH, de tal manera que su contribución enriquezca los trabajos ya realizados a nivel central; asignar los recursos necesarios para impulsar el trabajo de la CPESA, las Subcomisiones de Trabajo temáticas y provinciales, y sobre todo, la integración de todos ellos. Por último, estrechar y mejorar las relaciones entre los instancias y mecanismos del PNDH y los del Proyecto. 

2. Componente II 
En cuanto el trabajo con el Congreso Nacional, habida cuenta de los resultados decepcionantes registrados hasta la fecha, de la inexistencia de un programa de desarrollo legislativo para orientar los esfuerzos de armonización legislativa, y del ambiente político- partidista que afecta las posibilidades de imprimir un enfoque mas técnico al trabajo de reforma legislativa, y que se intensificará en los meses que vienen con el advenimiento de las elecciones, se recomienda que las actividades se limiten a: 

1. Apoyo a la participación del Congreso Nacional en actividades realizadas en el marco del componente I. 

2. Apoyo para al elaboración de algunos pocos proyectos de ley, en conformidad con las recomendaciones del Asesor Internacional cuyo Misión coincidió con la presente Misión de Evaluación. 

En cuanto el mecanismo inter-institucional o inter-ministerial previsto por el Prodoc, consideramos que, a pesar de la importante demora de parte del Ministerio de Relaciones Exteriores en asumir esa tarea, si el Asesor Internacional considera que hay actualmente la voluntad política necesaria no solo para establecer un mecanismo de esta índole, sino también para asegurar la participación activa de todos los ministerios y instituciones del Poder Ejecutivo pertinentes, entonces el Proyecto debería proporcionar la asistencia técnica prevista por el Prodoc. 

3. Componente III 
La Defensoría del Pueblo, establecida en 1998, padece limitaciones que afectan su credibilidad, en particular la prevalencia de criterios político-partidistas en el nombramiento de personal y en el hecho que el actual Defensor del Pueblo todavía ocupa su puesto en forma interina. Estas consideraciones han incidido en la materialización de ciertos de los insumos previstos por el Prodoc. No obstante, muchos observadores coinciden en que, a pesar de tales limitaciones, es importante hacer lo posible para fortalecer a la Institución, no solo porque está llamada a jugar un papel importante y único, sino también porque, si bien los resultados de su desempeño en las distintas áreas y regiones son de calidad variable, la Institución esta haciendo una contribución real a la defensa y promoción de los DDHH en el Ecuador. Nosotros compartimos esta apreciación, y por lo tanto recomendemos que se de prioridad a proporcionarle las distintas formas de apoyo y ayuda previstas por el Prodoc, bajo una supervisión constante de un Asesor Internacional muy calificado. 

4. Componente IV 
Las actividades realizadas en el marco de componente IV, hasta la fecha, no han servido para fortalecer la capacidad de direcciones de capacitación como las de la Policía Nacional, Judicatura y Fiscalía. Además, la asignación de recursos a entidades distintas a las que tienen responsabilidades para la implementación del PND, ha tenido un impacto negativo en el Componente I, y perjudicó la sustentabilidad de las actividades apoyadas por el proyecto. Consideramos que el trabajo de fortalecimiento de las direcciones de capacitación de instituciones como la Policía, Sistema de rehabilitación social, Judicatura, y Fiscalía, está tan atrasado que es demasiado tarde para rescatarlo. Si hay algo que merece un apoyo adicional en el campo de educación primaria y secundaria, dicho apoyo debe canalizarse por la Subcomisión pertinente. Por lo tanto, creemos necesario que durante el fase final del proyecto, todas las actividades de educación y capacitación sean subordinadas al apoyo y fortalecimiento de las instancias responsables para el desarrollo del PND. En otras palabras, recomendemos que se unifiquen los componentes I y IV. 

5. Extensión del proyecto 
Cuando se acercaba el fin del plazo inicialmente previsto para el proyecto, el Gobierno solicitó un extensión de un año. La OACDH acordó una extensión de 6 meses, pero con un presupuesto de unos US$ 244,750., más que los US$166,400 que se gastó durante el año 2001. En los cuatro meses que quedan de la extensión acordada, sería difícil avanzar en el Componente I hasta la aprobación de varios planos operativos. Además, habida cuenta de la falta de progreso en el fortalecimiento institucional en los demás componentes, hay un riesgo que el fijar un plazo tan cerca para la utilización del monto antes indicado, sería correr el riesgo de despilfarrar los recursos. Por lo tanto, recomendemos que el plazo para completar el Proyecto se extienda hasta el fin del año 2002. 

6. La CPESA 
La CPESA se quedo debilitada en gran parte por su falta de influencia sobre la toma de decisiones relativas a las actividades a ser apoyadas por el Proyecto, pues la CTN lo ha marginado en los procesos de planificación, ejecución y evaluación de actividades. Por lo tanto, recomendemos que, en esta última fase del proyecto, se le reconozca a la CPESA un papel mas proactivo en la planificación y ejecución de actividades, así como en la asignación de recursos. 

7. El papel de la Defensoría del Pueblo en el Componente I 
Un Ministerio de Relaciones Exteriores se dedica esencialmente a las relaciones entre un Estado y la comunidad internacional. Si bien es normal, hoy día, que desarrolle conocimientos en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la tarea de coordinación de actividades entre diferentes Ministerios y Poderes del Estado, y entre estos y la sociedad civil, escapa a lo que normalmente se considera como sus competencias. 

En el caso concreto del Ministerio de Relaciones Exteriores del Ecuador, la División de Derechos Humanos, que es la entidad oficial que tiene responsabilidad central para la convocatoria y seguimiento de los mecanismos paritarios del PNDH, tiene una planta de personal bastante reducido (2 profesionales). Además, según informaron a la Misión de Evaluación, estos no pueden dedicar sino un 10 a 15% de sus tiempo al PNDH. 

La Defensoría del Pueblo, en contraste, es un organismo Estatal autónomo, dedicado exclusivamente al tema de la promoción y defensa de los DDHH, con una infraestructura nacional y unidades especializadas que tratan diversos temas de particular relevancia (los derechos de la mujer de los indígenas y de los Afro-ecuatorianos, entre otros). Así, nos parece lógico, y recomendemos, que la Defensoría del Pueblo asuma, en estrecha colaboración con el Ministerio de Relaciones Exteriores, una responsabilidad mayor en el apoyo y orientación a los mecanismos del PNDH. 

El hecho de que un alto funcionario de la Defensoría del Pueblo ostenta actualmente la Presidencia de la CPESA, puede facilitar esa ajuste, que de común acuerdo de Ministerio de Relaciones Exteriores y la Defensoría del Pueblo podría realizarse informalmente, al menos por este fase transitoria hasta el fin del Proyecto. 

8. La nacionalización de los mecanismos del Plan Nacional 
Durante el primer año del proyecto, se decidió reformar los mecanismos para la elaboración de los Planes Operativos, y para la eventual puesta en practica de los mismos, estableciendo mesas o Subcomisiones provinciales. Esta decisión se basó en consideraciones validas y ha tenido consecuencias positivas para la coordinación de grupos que trabajan a favor de los DDHH en algunos provincias, por lo menos. No obstante, los esfuerzos para vincular las actividades de las Subcomisiones provinciales a las de las Subcomisiones temáticas, se han visto obstaculizados por la ausencia de recursos designados para tal efecto. Por lo tanto, recomendemos que, durante este último fase del Proyecto, se dé prioridad a la integración de las actividades de las Subcomisiones provinciales con los mecanismos preexistentes del Plan Nacional de Derechos Humanos. 

9. El aporte del gobierno al PNDH 
El hecho de que el Gobierno de Ecuador, dos años después del inicio del Proyecto, todavía no hecho la contribución financiera previsto, ciertamente has sido uno de los obstáculos mas importantes al buen desarrollo del Proyecto. Recomendemos, por lo tanto, que el Gobierno dé prioridad a las negociaciones con las instancias internacionales y bilaterales pertinentes a fin de poner en practica el plan de Canje de Deuda por Derechos Humanos, en el plazo mas breve. Así mismo, recomendamos que el Gobierno asigne los recursos necesarios para dar sustentabilidad de los mecanismos del Plan Nacional de Derechos Humanos. Finalmente, consideremos imprescindible que el Gobierno tome una decisión al mas alto nivel de fortalecer la participación de protagonistas oficiales en las instancias del Plan, resolviendo los problemas de alta rotación y nivel medio antes mencionadas. 

10. La coordinación del Proyecto 
La CTN ha hecha una contribución importante en la diseminación de información sobre los DDHH, en el fomento de la participación del sector privado, y en combatir los estereotipos negativos existentes en la sociedad ecuatoriana relativos al protagonismo en el campo de derechos humanos. No obstante, muchas de las actividades realizadas, si bien valiosas en si, poco tenia que ver con las actividades previstas en el Prodoc. Además, sus relaciones profesionales con la CPESA, Comité de Seguimiento del Proyecto y Defensoría del Pueblo han sido difíciles. Por lo anterior, y habida cuenta de que el fortalecimiento de la capacidad de la CPESA y la Defensoría son claves para la sustentaibilidad del las actividades del Proyecto, consideramos necesario recomendar que la responsabilidad para la coordinación del Proyecto sea reasignada para la última fase. 

VI. EXPERIENCIAS APRENDIDAS 
1. Los riesgos de cambios significativos en la situación social, económica y política de país, y sus posibles consecuencias para un proyecto, han de evaluarse en la forma más objetiva posible. Entre los factores cuya probabilidad y consecuencias habría de calcular son: el impacto socio-político de políticas de reajuste promovidas por las instituciones financieras internacionales; cambios en la composición de la Presidencia de la República, Congreso, Ministerio de Relaciones Exteriores y otras contrapartes importantes; y cambios en la credibilidad del Gobierno ante los ojos de la sociedad civil. Para garantizar la objetividad de dicho análisis, será útil tomar en cuenta los opiniones de una amplia gama de observadores, tales como las ONG de derechos humanos mas respetadas, agencias internacionales con presencia en el país que no sean partes del proyecto, y diplomáticos de otros países. 

2. En proyectos que requieren una cooperación del Estado y la sociedad civil, no hay que subestimar las dificultades que pueden afectar el logro y continuación de una relación de trabajo fluido y constructivo. Cabe presumir que, entre más complejo y ambicioso es el proyecto, más difícil será lograr una buena cooperación para el proyecto en su totalidad, máximo cuando las ONG y otros representantes de la sociedad trabajan sin remuneración y los resultados tangibles de su participación solo se ven a largo plazo. 

3. La capacidad de convocación de un Ministerio de Relaciones Exteriores no debe presumirse, sin elementos de juicio muy convincentes. 

4. Un proyecto no debe iniciarse antes de que se reúnan los recursos humanos y financieros necesarios para comenzar un programa de actividades coherente, a fin de dar credibilidad al proyecto, no crear expectativas y evitar distorsiones en la planificación y gestión del proyecto que, una vez presentes, puede tener consecuencias duraderas. 

5. Proyectos que requieren estrecha cooperación entre contrapartes cuyos intereses comunes son limitados y que no tienen antecedentes de cooperación, requieren un seguimiento muy cuidadoso y sostenido máximo cuando son proyectos con múltiples componentes y dimensiones. La inversión en recursos humanos necesarios para aumentar las posibilidades de éxito de tales proyectos, es importante, y no se puede pretender hacer economías sin correr riesgos importantes. Esta vale en primer lugar para el personal del proyecto, pero también para el monitoreo y apoyo de parte de los que tienen dichas responsabilidades. 

6. La supervisión de los aspectos técnicos o sustantivos y gerenciales de un proyecto son intima y intrínsecamente vinculados. Para proyectos para los cuales estas funciones son asignadas a agencias distintas, es necesario aclarar los criterios y procedimientos relativos al cambio de información y la toma de decisiones. 

7. Es imprescindible que la OACDH evite comunicar criterios contradictorios a la coordinación de proyectos en el terreno. Hace falta aclarar o mejorar la eficacia de los mecanismos que permiten superar o resolver oportunamente las diferencias que pueden surgir entre los distintos grupos que pueden eventualmente compartir la responsabilidad para la orientación, supervisión y monitoreo de un proyecto. 

8. Los misiones de monitoreo deben llevarse a cabo de acuerdo con la programación prevista. Si hay razones validas para encargar a una misión con otras funciones, además que el monitoreo, hay que asegurar que dichas encargos no perjudiquen la función esencial se la misión. 

9. Es menester seleccionar al personal de proyecto muy cuidadosamente. En particular, a menudo es difícil encontrar candidatos que reúnan todas las cualidades y conocimientos de los derechos humanos, habilidad en el manejo de los aspectos políticos de un proyecto, experiencia en la planificación y los aspectos administrativos de proyectos necesarias para la coordinación. Cuando se decide priorizar cualidades técnicas o políticas en la selección de un (a) coordinador(a), conviene completar la competencia del equipo de coordinación con personal con la necesaria conocimientos y experiencia administrativas. 

10. A los responsables de proyectos en el terreno, hay que proporcionarles ejemplares del Manual de asistencia técnica. Asimismo, la OACDH debe considerar la conveniencia de establecer una breve curso de capacitación a ser ofrecido a los coordinadores reclutados por primera vez por la Oficina, no obstante sus experiencia previa con otras agencias o instituciones. 

ANEX0 1 
Entrevistas realizadas por la Misión de Evaluación 

Ecuador, 14 al 28 de febrero de 2002 

Funcionarios de la OACDH (Entrevistas en Ginebra) 
· Mr. P. Hellmers, Secretario del Project Review Comittee y del Consejo del Fondo Voluntario para Asistencia Técnica. 

· Mr. Brian Burdekin, Asesor Especial sobre Instituciones Nacionales. 

· Mr. Orest Nowosad, Grupo e Instituciones Nacionales 

· Mr. Pedro Vera Pineda, Oficial de Programas, responsable para Ecuador. (Desde octubre de 2001). 
· Mr. José Dougan-Beaca, Coordinador del Grupo América Latina. 
· Ms. Elena Ipoliti, Coordinadora del Equipo Educación y Derechos Humanos. 
Funcionarios de Agencias del Sistema de Naciones Unidas en Ecuador 
· Señora Aase Smedler, Representante Residente del PNUD 

· Señor Francesco Notti, Oficial de Programa del PNUD 

· Señor Sven Van Der Ohe, Oficial de Programa de Voluntarios de Naciones Unidas 

· Unidad Financiera del PNUD 

· Fritz Miulet, Voluntario de Naciones Unidas, Componente 3 

· Gaudencio Mejía, Voluntario de Naciones Unidas, Componente 3 

· Jessica Wyndham, Voluntaria de Naciones Unidas, Componente 3, en funciones con la CTN. 

Funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores 

· Embajador Francisco Proaño, Director General, Dirección de Derechos Humanos 

· Dra. María Elena Moreira, Asistente General encargada del proyecto. Dirección de Derechos Humanos. 

· Dra. Leticia Baquerizo, Asistente General del proyecto (encargada) 

· Dr. José Valencia, Consejero, Misión Permanente de Ecuador ante la OACDH en Ginebra. 

Personal del Proyecto de Apoyo al Plan Nacional de Derechos Humanos 

· Dra. Miriam Estrada, Coordinadora Técnica 

· Dr. Vjekoslav Darlic, ex consultor en el Componente 1 

· Dra. Adriana Mendoza, Asesora en Educación 

· Dra. Haydé Alvarado, Consultor en el Componente 2 del Proyecto 

· Dr. Andrés Carrasco, Consultor en el Componente 2 del proyecto 

· Bonnie Calderón, Asesora en Componente 4 

· Alejandro Kabawata, Consultor Internacional, Componente 2 

Cámara de Comercio de Guayaquil 

· Joaquín Zevallos, Presidente 

· Roberto Illingworth, Vicepresidente 

· Alexandra Villacís, Directora del centro de Mediación y Arbitraje 

· Equipo Encargado de los Centros de Mediación y Arbitraje 

Congreso Nacional 
· Diputado Gilberto Talahua, Presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas 

· Diputado Hugo Moreno, Residente de la Comisión de Asuntos Internacionales 

· Diputada Susana González, Presidenta de la Comisión de Defensa del Consumidor 

· Diputada Cecilia Calderón, Presidenta de la Comisión de la Mujer, Niño y Familia 

· Diputado Bolívar Sánchez, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos 

· Lupe Lituma, Delegada en Cuenca de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso Nacional 

· Delegado en Guayaquil de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso Nacional. 

Defensoría del Pueblo 
· Licenciado Camilo Restrepo, representante del Defensor del Pueblo 

· Ingeniera Genny Vélez, representante del Defensor del Pueblo 

· Dr. Ney Barrionuevo, Director Nacional de Capacitación y Educación 

· Dr. Francisco Bonilla, Coordinador para los Organismos No Gubernamentales de Derechos Humanos. 

· Profesor Luis Andrango, Defensor de los Pueblos Indígenas 

· Franklin Moreno, Defensor del Pueblo del Guayas 

· Washington Comisionado de la Defensor 

· Luis Urgilés, Defensor del Pueblo del Azuay, Cuenca. 

Pastoral Social (Cuenca) 
· Monseñor Luis Alberto Luna Tobar 

· Holger Dután, Comisión de Derechos Humanos del Azuay 

· Jorge Fernando Vélez, Frente Interamericano de Derechos Humanos 

· Mariuxi Cabrera, Tribuna del Consumidor 

· Gema Peña, Pastoral Social 

· Francisco Astudillo, Pastoral Social 

· Franklin Ortíz, Pastoral Social 

· Leticia Quintero, Pastoral Social 

Comité de Seguimiento del Proyecto 
· Dr. Juan Larrea, Presidente del Comité (e), Ministerio de Relaciones Exteriores. 

· Lic. Leticia Baquerizo, Secretaria Ad Hoc, Ministerio de Relaciones Exteriores 

· María José Troya, CPESA 

· Margoth Pazmiño, Ministerio de Educación, Cultura, Deportes y Recreación 

· Diputada Ximena Ortiz, Comisión de Derechos Humanos del Congreso Nacional 

· Iván Sánchez, Comisión de Derechos Humanos del Congreso Nacional 

· Edgar Fraga, Comisión de Derechos Humanos del Congreso Nacional 

· Lola Valladares, Consejo Nacional de Mujeres 

· Wilson Mayorga, DINADHU, Ministerio de Gobierno 

· Rodrigo Rodríguez, Oficina de Planificación, Presidencia de la República 

· Camilo Restrepo, Defensoría del Pueblo 

· Francesco Notti, PNUD 

· Anastasio Mitjans, UNESCO 

Comisión Permanente de Evaluación, Seguimiento y Ajuste del PNDH 
· Lic. Camilo Restrepo, Presidente. Defensoría del Pueblo 

· Lic. Wilson Mayorga, Presidente Alterno. Ministerio de Gobierno, DINADE. 

· Lic. Fernando Gutiérrez, Presidente Comisión de Derechos Humanos del Guayas 

· Lic. Holger Dután, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Azuay 

· Ing. Renso Paladines 

· Lic. Carmen Allauca 

· Lic. María José Troya 

· Lic. Patricia Galarza 

· Lic. Miguel Angel Ortiz 

· Lic. Martha Bonilla 

Subcomisiones Sectoriales del Plan Nacional de Derechos Humanos 
· Patricio Benalcazar, Subcomisión de Derechos Humanos de los Extranjeros, Migrantes y Refugiados 

· Juan Ocles Arce, Subcomisión de Derechos del Pueblo Negro 

· Sonia Andrade Tafur, Subcomisión de Derechos de las Personas de la Tercera Edad 

· Carlos Julio Zapata, Subcomisión Derecho al Trabajo 

· Narcisa Mardoñeo, Subcomisión de Derechos de las Personas de la Tercera Edad 

· Carlos Palacios, Subcomisión de Derechos de las Personas de la Tercera Edad 

· Luis Alberto Guzmán, Subcomisión de Derechos de las Personas de la Tercera Edad 

· Leticia Rojas, Subcomisión de Derechos de las minorías sexuales 

· Wilson Mayorga, Subcomisión de Derechos de los consumidores 

· María José Troya, Subcomisión de Derechos de los consumidores 

· Coronel Mauro López, Subcomisión de derechos Humanos de los extranjeros, migrantes y refugiados 

· Francisco Cevallos, Subcomisión Derechos de la juventud 

· Violeta Merizalde, Subcomisión salud pública 

· Susana Peñafiel, Subcomisión Derechos de las nacionalidades y pueblos indígenas del Ecuador 

Subcomisión sectorial de Educación para los Derechos Humanos 
· Ec. Gonzalo Velasco Suárez, FEDAEPS 

· Ángela Zambrano, Tribuna del Consumidor 

· Sonia Isabel Morales, Comisión de Derechos Humanos del Ministerio de Educación 

· Ramiro de la Torre, Dirección Nacional de Planeamiento, Ministerio de Educación 

· Milton Angulo, DINAME, Ministerio de Educación 

· Raúl Portilla, Supervisión Nacional del Ministerio de Educación 

· William Duque, DINACU, Ministerio de Educación 

Asociación Latinoamericana para los Derechos Humanos (ALDHU) 
· Juan de Dios Parra, Secretario Ejecutivo 

· Gustavo Larrea, Asesor 

· Ana Lucía Herrera, Asesora 

Ex integrantes de Comisiones Permanentes de Evaluación, Seguimiento y Ajustes del PNDH 
· Hermana Elsie Monje, Comisión Ecuménica de Derechos Humanos 

· Felipe Adolf, Iglesia Luterana 

· Raúl Moscoso, Asociación Americana de Juristas 

Beneficiarios del Proyecto 

· Rosario Utreras, Dirección Nacional de Defensa de los derechos de las Mujeres, la Niñez y la Adolescencia, Defensoría del Pueblo. 

· Alexandra Arroyo, Dirección Nacional de Defensa de los derechos de las Mujeres, la Niñez y la Adolescencia, Defensoría del Pueblo. 

· Augusto Abendaño, Dirección de Educación del Municipio Metropolitano de Quito 

· Verónica Benavides, Dirección de Educación del Municipio Metropolitano de Quito 

· Ruth Hidalgo, Universidad Internacional SEK 

· Patricio Sánchez, Universidad Central, Facultad de Jurisprudencia 

· Rita Silva, Colegio 29 de Mayo, Guayaquil 

· Dr. Eduardo Franco Loor, Subsecretario de Bienestar Social del Guayas, Guayaquil 

· Dr. Carlos Gil, Tevemás, teleducando 

Otros 
· Ing. Paul Palacios, Montgomery & Palacios, Guayaquil. 

Anexo 2 

Principales documentos revisados por la Misión de Evaluación 

· Prodoc and annexes 

· Apoyo al Plan Nacional de Derechos Humanos [undated report by the National Technical Coordinator] 

· Apoyo al Plan Nacional de Derechos Humanos [second undated report by the National Technical Coordinator] 

· Informe general del desarrollo del Proyecto, National Technical Coordinator, Feb. 2002 

· Monthly reports by National Technical Coordinator, April-Dec. 2000. 

· Monthly reports by National Advisor on Education and Training, 2001. 

· Mission Report, Special Advisor on National Institutions, Oct.2000 

· Report of OHCHR Monitoring Mission, March 2000 

· Report of UNDP-UNHCHR Monitoring Mission, Nov. 2001 

· Mission Report of International Advisor on Police Training, Dec. 2000 

· Mission Report of the International Advisor on Component III (Defensoria) 

· Second Mission Report of a mission by International Advisor on Component III (Defensoria) 

· Draft Mission Report, International Advisor on Component II (Congress) March 2002 

· Selected reports by national consultants, Component II (Congress) 

· Work plan for year 2000, dated 18 May 2000. 

· Work plan for year 2001, dated 14 Dec. 2000 

· UNHCHR payment requests dated 27 Sept. 2000, 4 Oct. 2000, 12 Jan. 2001, 13 March 2001, 14 March 2001, 28 June 2001 and 24 Jan 2002 

· Ayuda Memoria, meeting with Monitoring Mission, Ministry Foreign Affairs, 19 March 2001 

· Auyda Memoria, Ministry of Foreign Affairs, Dec. 2001 

· Notes for the File, UNHCHR Project Officer, April, June and July 2000 

· Request for Extension of Joint TC Project (undated) 

· Programa de Canje de Deuda por Derechos Humanos, UNDP-UNHCHR (undated) 

· ¿Engañado? ¿Reclame!, publication containing the Organic Law for the Defense of the Consumor and regulations. PNUD, OHCHR, Defensoria, Congress. (undated) 

· ¿Enganado? ¡Reclame! Dissemination Manual, PNUD, OHCHR, Defensoria, Congress. (undated) 

· Documents on the Content of Training Programmes, National Technical Coordinator, (Undated.) 

· Programme of the first National Conference on Human Rights, 2001. 

· Cátedra de Cuidadanía (book on rights for use in primary schools) Dept. of Education of the Municipality of Quito-UNICEF-OHCHR-PNUD. 

· Presidential Decree 1527 of 29 March 1998, establishing the National Human Rights Plan. 

· Minutes, first meeting of the Project Follow-up Committee, August 2000 

· Minutes of all CSEAP meetings. 

· Fundamentos y lineamientos generales para la estructuración de la Dirección Nacional de Derechos Humanos, National Technical Coordinator (undated) 

· Decrees Nos. 1379-A, 005 and 0020 and of the Ministry of Government and Police, establishing and defining the competence of the Direction of Human Rights of the Ministry (9 August 2000, 15 Jan. 2001 and 25 January 2001) 

· Protección Internacional de los Derechos Humanos, Prof. P. Sánchez, UNDP-UNHCHR, 2001. 

· Various correspondence, UNDP Ecuador- OHCHR Geneva 

EL PRESENTE INFORME DE MISIÓN DE EVALUACIÓN LO SUSCRIBEN LOS CONSULTORES ENCARGADOS DE LA MISIÓN, SEÑORES DANIEL O'DONNELL Y DARIO VILLAMIZAR HERRERA, EL 18 DE MARZO DE 2002. 

ᜢ El informe de la Misión de noviembre señala que fue la tercera Misión de Monitoreo, indicando como la primera la llevada a cabo por el Asesor Especial al Alto Comisionado para Instituciones Nacionales en octubre del año 2000. No obstante, el Asesor Especial nos informó que la naturaleza de su Misión fue otra. 

